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Introducción

El artículo 2 de la Constitución declara solemnemente:

“la Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria
común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la auto-
nomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas”.

Superada la visión unitaria de la Hacienda pública mantenida por diversas co-

rrientes de pensamiento económico, aparece la necesidad de estudiar la Ha-

cienda desde un ámbito inferior al estatal.

Nace así el federalismo fiscal, cuyo principal objetivo se centra en el estudio

de las relaciones entre los diversos niveles de Hacienda, para dar respuesta a

dos cuestiones íntimamente relacionadas: determinar cuáles son estos niveles

óptimos y asignar competencias a cada unos de ellos.

Desde un punto de vista económico, la descentralización estará justificada en

la medida en que permita alcanzar los objetivos de eficiencia (asignación efi-

ciente), equidad (redistribución) y estabilización, objetivos que constituyen

las razones básicas de intervención del sector público en la economía.

Ahora bien, llegados a este punto, debemos destacar que el análisis económico

no tiene en cuenta los aspectos políticos de esta materia. En muchas ocasio-

nes, la descentralización fiscal no solo es un proceso de descentralización ad-

ministrativa, sino que reviste características de acuerdo o pacto político entre

distintas comunidades con características diferenciales.

Desde esta perspectiva, deberemos abordar el estudio de las haciendas auto-

nómicas y locales que configuran el Estado español como el resultado de un

proceso político de descentralización que no siempre obedece a razones ni

principios económicos.

La Constitución española de 1978 declara en su artículo 2 el derecho a la au-

tonomía de las diversas regiones y nacionalidades que la integran. Como re-

sultado de este reconocimiento, se recoge en el título VIII una nueva organi-

zación territorial que debe abordar el Estado. Se establecen, como resultado de

esta nueva organización territorial, tres niveles de gobierno: el estatal, el auto-

nómico y el local, a los que hay que asignar competencias y dotar de recursos

necesarios para cumplir los principios de suficiencia y autonomía.
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En el ámbito financiero, el artículo 156 de la Constitución reconoce la auto-

nomía de las comunidades para el desarrollo y ejecución de sus competencias

de acuerdo con los principios de coordinación con la Hacienda estatal y de

solidaridad entre todos los españoles. El artículo 157 enumera los recursos de

las comunidades señalando que estos estarán constituidos por:

a) impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado, recargos sobre im-

puestos estatales y otras participaciones en los ingresos del Estado;

b) sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales;

c) transferencias de un fondo de compensación interterritorial y otras asigna-

ciones con cargo a los presupuestos generales del Estado;

d) rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado,

y

e) el producto de las operaciones de crédito.

En este mismo precepto se establecen los límites a las competencias tributarias

atribuidas a las comunidades y se abre la posibilidad de que una ley orgánica

desarrolle las competencias financieras establecidas en el apartado 1, las nor-

mas para resolver conflictos y las posibles formas de colaboración.

Por último, el artículo 158 establece los instrumentos para hacer efectivo el

principio de solidaridad.

Ahora bien, el sistema de financiación perfilado en estos artículos no se aplica

en todas las comunidades. En virtud del reconocimiento a los derechos histó-

ricos recogidos en la Disposición Adicional Primera del texto constitucional,

la Comunidad Foral de Navarra y la Comunidad del País Vasco se rigen por un

sistema de convenio o concierto, respectivamente. Este régimen consiste bá-

sicamente en el derecho sobre la gestión, liquidación y recaudación tributaria

generadas en el ámbito territorial de su respectiva jurisdicción, de tal forma

que supone una completa sustitución de la Hacienda estatal por la respectiva

hacienda del País Vasco o Navarra. Estas haciendas financian sus gastos con

su propia recaudación y, adicionalmente, transfieren al Estado una aportación

(denominada cupo) como compensación a los costes incurridos por el Estado

en la prestación de servicios en el ámbito de la comunidad.

Así, nos encontramos con un régimen especial y propio aplicable a estas co-

munidades y un régimen de financiación denominado común aplicable al res-

to de las autonomías, si bien en las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla y

la Comunidad de Canarias la aplicación de este régimen común está salpica-

da de no pocas especialidades, que se centran básicamente en el ámbito de la

imposición indirecta.
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Objetivos

Los objetivos de este módulo son los siguientes:

1. Identificar los diferentes niveles territoriales de Hacienda pública.

2. Reflexionar sobre la asignación de competencias tributarias entre los dife-

rentes niveles y el cumplimiento de los principios de autonomía financie-

ra y suficiencia.

3. Analizar el papel de las haciendas autonómicas y locales en el sistema tri-

butario español.

Estos objetivos se concretan de manera más específica en los siguientes:

• Conocer la normativa reguladora del modelo de financiación autonómico.

• Analizar la situación actual de la tributación propia de las comunidades

autónomas en régimen común y el régimen de cesión de tributos.

• Comprender cuáles son los elementos necesarios para la coordinación de

la gestión tributaria.

• Estudiar la normativa y el régimen tributario de las haciendas forales del

País Vasco y Navarra.

• Comprender la financiación de las haciendas locales y cuál es su potestad

tributaria.

• Conocer el impuesto sobre bienes inmuebles, el impuesto sobre activida-

des económicas, el impuesto sobre vehículos de tracción mecánica, el im-

puesto sobre construcciones, instalaciones y obras, el impuesto sobre el

incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana y otros tributos

locales.





CC-BY-NC-ND • PID_00181723 9 Fiscalidad autonómica y local

1. Fiscalidad del régimen general

1.1. Normativa reguladora y principios inspiradores del sistema

El pasado 28 de noviembre del 2011, el periódico La Vanguardia publicaba una noticia en
la que daba (o intentaba) dar respuesta a la siguiente cuestión: “¿Qué es el pacto fiscal?”,
para añadir a continuación “El Govern y la comisión de estudio del Parlament toman
como modelo el concierto vasco y reclaman la creación de una Agencia Tributaria que
recaude todos los impuestos, así como una estricta relación bilateral de la Generalitat
con el Estado”.

Noticias como esta jalonan continuamente nuestra prensa diaria y ponen de

manifiesto la transcendente importancia que el tema de la financiación de las

comunidades tiene en el panorama político actual. Para entender el porqué

de estas reclamaciones, debemos conocer el sistema de financiación vigente y

las carencias que presenta.

En este primer apartado, centraremos nuestros esfuerzos en el estudio del que

hemos denominado régimen común aplicable a todas las comunidades a ex-

cepción del País Vasco y Navarra.

En el marco y desarrollo de las previsiones constitucionales, el actual régimen

de financiación de las comunidades autónomas (CC. AA.) en régimen común

se encuentra recogido en la siguiente normativa (además de lo dispuesto en

los respectivos estatutos de autonomía):

• Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comu-

nidades Autónomas (LOFCA en adelante), con las modificaciones intro-

ducidas en ella por la Ley Orgánica 3/2009, de 18 de diciembre, y por la

Ley Orgánica 6/2015, de 12 de junio.

• Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el régimen de finan-

ciación de las comunidades autónomas de régimen común y ciudades con

estatuto de autonomía y se modifican determinadas normas tributarias,

que deroga la anterior ley 21/2001.

• Las respectivas leyes de cesión de tributos del Estado a cada una de las

comunidades autónomas y la Ley Orgánica 6/2015, de 12 de junio.

Este nuevo panorama normativo, fruto del acuerdo 6/2009 adoptado por el

Consejo de Política Fiscal y Financiera de las Comunidades Autónomas para la

reforma del sistema de financiación de las comunidades autónomas en régi-

men común, es el punto de partida que nos ha de servir de base para el estudio

de la tributación autonómica.
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El sistema de financiación definido en la LOFCA intenta dar respuesta

a tres principios fundamentales:

• El�principio�de�autonomía� financiera: en el ámbito financiero,

este principio se concreta en que las comunidades autónomas gocen

de autonomía para el desarrollo y ejecución de las competencias

asignadas.

• El�principio�de�suficiencia�financiera: se concreta en la necesidad

de que las comunidades dispongan de los instrumentos y mecanis-

mos necesarios para generar los recursos suficientes para hacer fren-

te a las competencias reconocidas.

• El�principio�de�solidaridad: tiene como finalidad corregir los des-

equilibrios interterritoriales.

Para dar respuesta a estos principios, se articula una serie de recursos financie-

ros de las comunidades autónomas que aparecen recogidos en el artículo 157

de la Constitución. En la misma línea, el artículo 4 de la LOFCA enumera los

recursos financieros de las comunidades autónomas.

Artículo 4 de la LOFCA

“1. De conformidad con el apartado 1 del artículo 157 de la Constitución, y sin perjuicio
de lo establecido en el resto del articulado, los recursos de las Comunidades Autónomas
estarán constituidos por:

a) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de derecho privado.

b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales.

c) Los tributos cedidos, total o parcialmente, por el Estado.

d) La participación en el Fondo de Garantía de Servicios Públicos Fundamentales.

e) Los recargos que pudieran establecerse sobre los tributos del Estado.

f) Las participaciones en los ingresos del Estado a través de los fondos y mecanismos que
establezcan las leyes.

g) El producto de las operaciones de crédito.

h) El producto de las multas y sanciones en el ámbito de su competencia.

i) Sus propios precios públicos.

2. En su caso, las Comunidades Autónomas podrán obtener igualmente ingresos proce-
dentes de:

a) Las asignaciones que se establezcan en los Presupuestos Generales del Estado, de acuer-
do con lo dispuesto en la presente Ley.

b) Las transferencias de los Fondos de Compensación Interterritorial, cuyos recursos tie-
nen el carácter de carga general del Estado a los efectos previstos en los artículos 2, 138
y 158 de la Constitución”.
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A la vista de lo establecido en los artículos 157 de la Constitución y 4 de la

LOFCA, podemos deducir en la siguiente tabla la clasificación de los recursos

de las CC. AA.

Recursos de las comunidades autónomas en régimen común

Recursos percibidos Recursos propios

Incondicionados Condicionados Incondicionados Condi-
cionados

Tributos cedidos Fondo compensación
interterritorial

Tributos propios Operaciones
de crédito

Fondo de garantía de servicios
públicos fundamentales

Subvenciones corrien-
tes y de capital

Recargos sobre tri-
butos estatales

Fondo de suficiencia global Convenios y contratos
programas

Tasas afectas a servicios públi-
cos

Fondos europeos

Fondos de convergencia

Fuente: AEAT

Donde:

• En función del origen de los recursos nos encontramos con:

– recursos propios que tienen su origen en la propia comunidad, y

– recursos percibidos que tienen su origen en fuentes externas a la co-

munidad.

• Atendiendo a la capacidad de la comunidad autónoma para adscribirlos a

sus políticas de gasto, nos encontramos con:

– financiación condicionada: recursos que deben ser aplicados a un fin

concreto y determinado, y

– financiación incondicionada: recursos que no tienen un fin predeter-

minado y que pueden ser destinados a financiar a cualquier tipo de

gasto.

Del examen de estos recursos, observamos que tienen naturaleza tribu-

taria los tributos cedidos; los tributos propios, ya sean impuestos, tasas

o contribuciones especiales, y los recargos sobre impuestos estatales.

A estas tres figuras dedicaremos nuestra atención, pero antes es preciso realizar

una importante reflexión.
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Cuando hablamos del régimen aplicable a las comunidades sometidas al

régimen común, hemos de poner en evidencia la inexistencia de un ver-

dadero sistema tributario en sentido estricto entendido como un con-

junto ordenado, coherente y sistemático de tributos autonómicos.

Los estrechos y difusos límites establecidos por la Constitución y desarrolla-

dos en la Ley Orgánica de Financiación Autonómica a la creación de tributos

propios por parte de las comunidades autónomas que no podrán recaer sobre

hechos imponibles gravados por el Estado ni sobre hechos imponibles grava-

dos por los tributos locales han determinado una escasa relevancia práctica de

las haciendas autonómicas. A medida que el Tribunal Constitucional ha ido

perfilando los límites recogidos en la Constitución y en las leyes, las diversas

autonomías han ido desarrollando figuras tributarias cuyos hechos imponi-

bles giran básicamente en torno al juego y al medioambiente de una escasa

relevancia recaudatoria y con escasa significación. Las dificultades a la hora de

desarrollar un verdadero sistema tributario propio han determinado una total

dependencia de las finanzas autonómicas de la hacienda estatal. La inmensa

mayoría de los ingresos autonómicos proceden o bien de cesiones de impues-

tos estatales, de transferencias establecidas en los presupuestos generales o de

los fondos de compensación establecidos en las normas de financiación. Las

fuentes propias de financiación han quedado, así, relegadas a un papel secun-

dario y residual.

1.2. Los tributos propios

1.2.1. Concepto

El pasado 24 de febrero del 2011, un titular de la versión digital del periódico El País rezaba
“Las comunidades tienen 50 tributos propios que solo aportan el 1% de la recaudación”, y
a continuación añadía, citando fuentes del Registro de Economistas de Asesores Fiscales,
“El bosque que hasta ahora ha representado la fiscalidad autonómica se está convirtiendo
en una selva oscura”.

Esta noticia nos introduce en la significación e importancia de estos tributos

en el sistema fiscal actual.

Tal y como hemos visto, tanto el artículo 157 de la Constitución como el ar-

tículo 4 de la LOFCA enumeran como una de las fuentes de financiación de

las comunidades los tributos propios. Este reconocimiento genérico debe en-

marcarse en la exigencia de dos requisitos (límites) a su establecimiento:

• que se establezcan y exijan de acuerdo con lo establecido en la Constitu-

ción y las leyes. O lo que es lo mismo, respeto al principio de jerarquía

normativa, y
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• que no recaigan sobre hechos imponibles ya gravados por el Estado, alu-

diendo directamente al principio de prohibición a la doble imposición de

determinadas manifestaciones de capacidad económica.

Antes de entrar a analizar estos límites, debemos centrar el concepto: ¿a qué

nos referimos cuando hablamos de tributos propios? Al hablar de tributos pro-

pios, podríamos hacer hincapié en dos posibles acepciones: entender que el

calificativo de propios hace referencia a aquellos tributos cuyo producto va a

redundar en las arcas del ente titular o hacer especial referencia a la titulari-

dad normativa, es decir, un tributo será propio de una determinada comuni-

dad cuando esta sea la titular de la potestad normativa. De estas dos posibles

acepciones, la doctrina se ha decantado de forma mayoritaria por el factor de

la titularidad normativa, y ha definido esta figura como aquella en la que la

comunidad autónoma determina tanto su creación como la determinación de

sus elementos esenciales y le corresponde la gestión directa.

En otras palabras, son tributos propios aquellos cuyo establecimiento

es aprobado por la Asamblea Legislativa de la respectiva comunidad au-

tónoma.

1.2.2. Límites

Una vez definido el concepto objeto de estudio, nos centraremos en el análisis

de los límites aludidos.

El artículo 133.2 de la Constitución española alude al principio�de�jerarquía

normativa. Este límite se reproduce en el artículo 6.1 de la LOFCA.

Artículo 133.2 CE

“Las Comunidades Autónomas [...] podrán establecer y exigir tributos de acuerdo con la
Constitución y las leyes”.

La alusión a la Constitución parece clara, más difusa se presenta la alusión a

las leyes.

Al abordar el establecimiento de una nueva figura tributaria, el legislador au-

tonómico deberá respetar necesariamente los principios tributarios recogidos

en el artículo 31 del texto constitucional, que deben inspirar todo el sistema

tributario y que no son otros que los de capacidad económica, igualdad, jus-

ticia, progresividad y no confiscatoriedad.

En lo relativo al término leyes, su acepción se presenta más discutida. De acuer-

do con lo establecido en el artículo 133.1 de la Constitución, la potestad ori-

ginaria para establecer y exigir tributos corresponde al Estado, que solo se ve

sometido a lo establecido en el texto constitucional. La potestad tributaria de

las comunidades se ve sometida a la Constitución y a las leyes. Para poder
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entender e interpretar correctamente las posturas mantenidas por la doctrina

en torno a este artículo, es necesario indicar que este precepto es una trans-

cripción literal de lo establecido en la anterior Ley General Tributaria de 1963,

texto preconstitucional que no tenía en cuenta la actual vertebración territo-

rial del Estado español. De acuerdo con una primera interpretación, que po-

dríamos denominar restrictiva y que parece anclada en una visión unitaria del

estado, la alusión al respeto a las leyes hace precisa la existencia de un acto

previo del Estado, titular del derecho originario, de derivación autorizando a

las comunidades el establecimiento de determinado tributo. Una segunda in-

terpretación del término leyes, más acorde con la actual estructura territorial,

entiende que lo que recoge ese artículo es el necesario respeto al principio de

jerarquía normativa al que se ve sometido el legislador autonómico a la hora

de abordar el establecimiento de un tributo.

El segundo límite, relativo a la prohibición�de�la�doble�imposición�interna,

lo encontramos reflejado en los apartados dos y tres del artículo 6 de la LOFCA.

Artículo 6 de la LOFCA

“Dos. Los tributos que establezcan las Comunidades Autónomas no podrán recaer so-
bre hechos imponibles gravados por el Estado. Cuando el Estado, en el ejercicio de su
potestad tributaria originaria, establezca tributos sobre hechos imponibles gravados por
las Comunidades Autónomas que supongan a estas una disminución de ingresos, instru-
mentará las medidas de compensación o coordinación adecuadas en favor de las mismas.

Tres. Los tributos que establezcan las Comunidades Autónomas no podrán recaer sobre
hechos imponibles gravados por los tributos locales. Las Comunidades Autónomas po-
drán establecer y gestionar tributos sobre las materias que la legislación de Régimen Lo-
cal reserve a las Corporaciones locales. En todo caso, deberán establecerse las medidas
de compensación o coordinación adecuadas a favor de aquellas Corporaciones, de modo
que los ingresos de tales Corporaciones Locales no se vean mermados ni reducidos tam-
poco en sus posibilidades de crecimiento futuro”.

En estos apartados se recoge, por un lado, la imposibilidad que los tributos

autonómicos recaigan sobre manifestaciones de capacidad económica ya gra-

vadas por el Estado y, por otro, que los tributos propios de las CC. AA. recaigan

sobre hechos imponibles sometidos a gravamen por los tributos locales. De

este modo pretende evitar una sobreimposición sobre un mismo hecho impo-

nible, ya sea este regulado por el Estado o por las corporaciones locales.

Según la interpretación que demos a esta prohibición de la doble imposición,

la capacidad tributaria de las comunidades se verá limitada al máximo. Si ana-

lizamos la normativa tributaria emanada tanto del Estado como por parte de

los entes locales, nos encontramos con que el posible campo de actuación de

las comunidades autónomas se ve tremendamente limitado. Las principales

fuentes de capacidad económica, ya sean la renta, riqueza o consumo, se ven

gravadas por figuras tributarias desarrolladas principalmente por el Estado, por

lo que las comunidades deberán realizar un importante ejercicio de imagina-

ción para poder encontrar nuevos hechos imponibles que gravar.
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Para entender el verdadero sentido de esta prohibición, deberemos analizar el

alcance de los límites contenidos en el artículo 6 de la LOFCA.

El apartado dos dispone que los tributos que establezcan las comunidades au-

tónomas no podrán recaer sobre hechos imponibles gravados por el Estado.

¿Cómo debemos interpretar esta limitación?

La doctrina ha desarrollado dos posturas enfrentadas:

• Una primera interpretación identifica la expresión hecho imponible con ma-

teria tributaria, objeto material o riqueza gravada. Esta interpretación con-

llevaría una total prohibición de cualquier tributo autonómico que grava-

ra riquezas que ya hubieran sido sometidos a gravamen por el Estado y,

en consecuencia, la posibilidad de desarrollar tributos propios por parte

de las comunidades sería prácticamente nula.

• Una segunda interpretación identifica hecho imponible con el concepto téc-

nico y literal recogido en el artículo 20.1 de la Ley General Tributaria (Ley

58/2003 de 17 de diciembre). De acuerdo con esta interpretación, lo que

limita la norma es el establecimiento de tributos con hechos imponibles

idénticos a los definidos por las normas del Estado, pero se considera acep-

table la existencia de tributos autonómicos cuyo hecho imponible sea li-

geramente distinto al estatal.

Artículo 20.1 de la Ley General Tributaria

“El hecho imponible es el presupuesto fijado por la Ley para configurar cada tributo y
cuya realización origina el nacimiento de la obligación tributaria principal”.

El Tribunal Constitucional ha tenido oportunidad de reflexionar sobre el con-

tenido del artículo 6 de la LOFCA. Así, en las sentencias de 26 de marzo de

1987 y en la sentencia de 7 de junio de 1993 señala que lo que el artículo

6.2 prohíbe, en sus propios términos, es la duplicidad de hechos imponibles

estrictamente. El alto tribunal se decanta por una interpretación literal del ar-

tículo en cuestión y deja, en consecuencia, plena libertad a las comunidades

para establecer tributos, siempre que el hecho imponible definido en ley re-

guladora del tributo no sea idéntico al regulado por la ley estatal.

Ahora bien, si analizamos el panorama actual de la tributación propia auto-

nómica, observamos que ninguna comunidad ha hecho uso de esta amplia

capacidad normativa que otorga la interpretación del Constitucional limitan-

do su actuación a terrenos no explorados por la normativa tributaria estatal.

Para completar el estudio de los límites a la tributación propia autonómica,

hay que hacer referencia al contenido del artículo 9 de la LOFCA.
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Artículo 9 de la LOFCA

“Las Comunidades Autónomas podrán establecer sus propios impuestos, respetando,
además de lo establecido en el artículo 6 de esta Ley, los siguientes principios:

a) No podrán sujetarse elementos patrimoniales situados, rendimientos originados ni
gastos realizados fuera del territorio de la respectiva Comunidad Autónoma.

b) No podrán gravarse, como tales, negocios, actos o hechos celebrados o realizados fuera
del territorio de la Comunidad impositora, ni la transmisión o ejercicio de bienes, dere-
chos y obligaciones que no hayan nacido ni hubieran de cumplirse en dicho territorio
o cuyo adquirente no resida en el mismo.

c) No podrán suponer obstáculo para la libre circulación de personas, mercancías y ser-
vicios capitales ni afectar de manera efectiva a la fijación de residencia de las personas
o a la ubicación de empresas y capitales dentro del territorio español, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 2.1.a, ni comportar cargas trasladables a otras Comunidades”.

1.2.3. Situación actual de la tributación propia de las

comunidades autónomas

En relación con los impuestos, un examen de la evolución de la materia pone

de manifiesto que los inicios de la imposición propia autonómica se centraron

en gravar el juego y las tierras infrautilizadas. A medida que las comunidades

asumieron competencias sobre el juego, sustituyeron los impuestos por tasas

y se ha producido un esfuerzo de imaginación para encontrar nuevos hechos

imponibles que someter a gravamen. En esta línea, se ha producido reciente-

mente un incremento de la denominada fiscalidad ambiental.

A continuación, a título ilustrativo, exponemos los impuestos en vigor en las

diferentes comunidades:

• Andalucía

– Impuesto sobre tierras infrautilizadas.

– Impuesto sobre depósito de residuos peligrosos.

– Impuesto sobre depósito de residuos radiactivos.

– Impuesto sobre emisión de gases a la atmósfera.

– Impuesto sobre vertidos a las aguas litorales.

– Impuesto sobre los depósitos de clientes en las entidades de crédito.

– Impuesto sobre bolsas de plástico de un solo uso.

– Canon de mejora de infraestructuras hidráulicas de depuración de in-

terés de la comunidad autónoma.

• Aragón

– Impuesto sobre el daño medioambiental causado por la instalación de

transportes por cable.

– Impuesto sobre el daño medioambiental causado por la emisión de

contaminantes a la atmósfera.

– Impuesto sobre el daño medioambiental causado por las grandes áreas

de venta.

– Impuesto sobre contaminación de aguas.

– Impuesto sobre determinados usos y aprovechamientos del agua em-

balsada.
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– Canon de saneamiento.

• Asturias

– Impuesto sobre fincas o explotaciones agrarias infrautilizadas.

– Impuesto sobre el juego del bingo.

– Impuesto sobre grandes establecimientos comerciales.

– Impuesto sobre el desarrollo de determinadas actividades que inciden

en el medioambiente.

– Impuesto sobre afectaciones ambientales del uso del agua.

– Canon de saneamiento.

• Baleares

– Impuesto sobre los premios del juego del bingo.

– Impuesto sobre estancias turísticas.

– Canon de saneamiento.

• Canarias

– Impuesto especial sobre combustibles derivados del petróleo.

– Impuesto sobre las labores del tabaco.

– Canon de aguas.

– Canon de vertido.

• Cantabria

– Impuesto sobre bolsas de plástico de un solo uso.

– Impuesto sobre depósitos de residuos en vertederos.

– Canon de agua residual.

• Castilla-La Mancha

– Impuesto sobre determinadas actividades que inciden en el medio am-

biente.

– Canon eólico.

• Cataluña

– Canon del agua.

– Canon sobre la deposición controlada de residuos municipales.

– Canon sobre la deposición controlada de los residuos de la construc-

ción.

– Canon sobre la incineración de residuos municipales.

– Gravamen de protección civil.

– Impuesto sobre grandes establecimientos comerciales.

– Impuesto sobre viviendas vacías.

– Impuesto sobre bebidas azucaradas envasadas.

– Impuesto sobre la emisión de dióxido de nitrógeno a la atmosfera.

– Impuesto sobre la emisión de gases y partículas a la atmosfera.

– Canon sobre estancias en establecimientos turísticos.

– Canon sobre el depósito controlado de residuos industriales.
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• Extremadura

– Impuesto sobre aprovechamientos cinegéticos.

– Impuesto sobre depósitos de las entidades de crédito.

– Impuesto sobre instalaciones que inciden en el medio ambiente.

– Impuesto sobre la eliminación de residuos en vertederos.

– Canon de saneamiento.

• Galicia

– Canon de saneamiento.

– Canon eólico.

– Impuesto sobre el juego del bingo.

– Impuesto sobre la contaminación atmosférica.

– Impuesto sobre el daño medioambiental causado por determinados

usos y aprovechamientos del agua embalsada.

– Impuesto compensatorio ambiental minero.

• Madrid

– Impuesto sobre la instalación de máquinas en establecimientos de hos-

telería autorizados.

– Impuesto sobre depósitos de residuos.

• Murcia

– Canon de saneamiento.

– Impuesto sobre los premios del juego del bingo.

– Impuesto sobre el almacenamiento o depósito de residuos en la región.

– Impuesto sobre vertidos a las aguas litorales.

– Impuesto por emisiones de gases contaminantes a la atmósfera.

• La Rioja

– Canon de saneamiento.

• Valencia

– Canon de saneamiento.

En un intento de ordenar esta profusión normativa, podemos clasificar los

impuestos autonómicos en función de su finalidad y de su objeto imponible

en alguna de las siguientes categorías:

• Impuestos medioambientales tradicionales, como son los cánones de sa-

neamiento y otros impuesto sobre el agua.

• Impuestos sobre actividades e instalaciones que provocan o pueden pro-

vocar daños al medioambiente.

• Impuestos que atienden a la función social de la propiedad.
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• Impuestos sin fines extrafiscales, como los impuestos que recaen sobre el

juego, el impuesto extremeño sobre aprovechamientos cinegéticos o los

impuestos sobre depósitos.

En relación con las tasas, el artículo 7.1 de la LOFCA señala que las comuni-

dades autónomas podrán establecer tasas para la prestación de servicios públi-

cos o la realización de actividades en régimen de derecho público de su com-

petencia que se refieran, afecten o beneficien de modo particular a los suje-

tos pasivos cuando no sean de solicitud voluntaria, así como cuando no sean

prestados o realizados por el sector privado.

Por último, el artículo 8.1 de la LOFCA dispone que las comunidades autóno-

mas podrán establecer contribuciones�especiales por la obtención por parte

del sujeto pasivo de un beneficio o aumento de valor de sus bienes como con-

secuencia de que la comunidad realice obras públicas o del establecimiento o

ampliación a su costa de servicios públicos.

1.3. Tributos cedidos

El artículo 157.2 de la Constitución alude a los tributos cedidos como uno de

los recursos con los que cuentan las comunidades autónomas. No encontra-

mos en el texto constitucional más referencias a esta materia. Su desarrollo se

encuentra en la Ley Orgánica de Financiación Autonómica (LOFCA), donde se

establecen los principios generales, los puntos de conexión, los tributos sus-

ceptibles de cesión y el alcance de la cesión normativa, y en la Ley 22/2009, de

18 de diciembre, por la que se regula el régimen de financiación de las comu-

nidades autónomas de régimen común y ciudades con estatuto de autonomía

y se modifican determinadas normas tributarias, ley que deroga la anterior

21/2001, en la que se desarrollan los aspectos señalados en la LOFCA.

1.3.1. Concepto

La LOFCA (artículo 10) dispone que son tributos�cedidos los estableci-

dos y regulados por el Estado cuyo producto corresponda a la comuni-

dad autónoma.

La cesión de tributos por parte del Estado podrá hacerse de forma total o par-

cial. La cesión será total si se cede la recaudación correspondiente a la totali-

dad de los hechos imponibles contemplados en el tributo de que se trate. La

cesión será parcial si se cede la de alguno o algunos de los mencionados hechos

imponibles o parte de la recaudación correspondiente a un tributo. En ambos

casos, la cesión podrá comprender competencias normativas en los términos

que determine la ley que regule la cesión de tributos.
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Se entenderá efectuada la cesión cuando haya tenido lugar en virtud de pre-

cepto expreso del estatuto correspondiente, sin perjuicio de que su alcance y

condiciones se establezcan en una ley específica.

1.3.2. Tributos cedibles

El artículo 11 de la LOFCA establece los tributos susceptibles de ser cedidos.

Artículo 11 de la LOFCA

Solo pueden ser cedidos a las Comunidades Autónomas, en las condiciones que establece
la presente Ley, los siguientes tributos:

a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial con el límite má-
ximo del 50%.

b) Impuesto sobre el Patrimonio.

c) Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

d) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

e) Impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial con el límite máximo del 50%.

f) Los Impuestos Especiales de Fabricación, con excepción del Impuesto sobre la Electri-
cidad, con carácter parcial con el límite máximo del 58% de cada uno de ellos.

g) El Impuesto sobre la Electricidad.

h) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.

i) Los Tributos sobre el Juego.

j) El Impuesto sobre Hidrocarburos, con carácter parcial con el límite máximo del 58%
para el tipo estatal general y en su totalidad para el tipo estatal especial y para el tipo
autonómico.

1.3.3. Puntos de conexión

Los puntos de conexión determinan:

• los criterios de distribución del rendimiento de los diferentes tributos ce-

didos a cada una de las comunidades autónomas y, por tanto,

• la comunidad autónoma competente para su gestión (en el caso de tributos

cedidos cuya gestión le correspondan).

Tal y como hemos avanzado, en la Ley Orgánica de Financiación Autonómica

se fijan con carácter genérico los puntos de conexión. En este sentido, hay que

tener presente lo que señala el apartado 4 del artículo 10.
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Apartado 4 del artículo 10 de la LOFCA

“Sin perjuicio de los requisitos específicos que establezca la Ley de cesión:

a) Cuando los tributos cedidos sean de naturaleza personal, su atribución a una Comuni-
dad Autónoma se realizará en función del domicilio fiscal de los sujetos pasivos, salvo en
el gravamen de adquisiciones por causa de muerte, en el que se atenderá al del causante.

b) Cuando los tributos cedidos graven el consumo, su atribución a las Comunidades
Autónomas se llevará a cabo bien en función del lugar de consumo, bien en función del
lugar en el que el vendedor realice la operación a través de establecimientos, locales o
agencias, bien en función de los consumos calculados sobre una base estadística.

c) Cuando los tributos cedidos graven operaciones inmobiliarias, su atribución a las Co-
munidades Autónomas se realizará en función del lugar donde radique el inmueble”.

Estos principios generales se encuentran desarrollados en los artículos 30 a 44

de la Ley 22/2009.

Resumiendo los criterios fijados en la normativa para los principales impues-

tos, podemos señalar:

1)�Impuesto�sobre�la�renta�de�las�personas�físicas. Se cede a la comunidad

autónoma el rendimiento correspondiente a las personas físicas que tengan

en dicho territorio su residencia habitual. La residencia habitual se determina

de acuerdo con los siguientes criterios de aplicación sucesiva:

• permanencia durante mayor número de días dentro del periodo impositi-

vo. La ley presume, salvo prueba en contrario, que una persona física per-

manece en el territorio de una comunidad autónoma en el que radique

su vivienda habitual;

• en el territorio de la comunidad autónoma donde tenga su principal centro

de intereses, considerándose como tal el territorio donde el sujeto pasivo

obtenga la mayor parte de la base imponible del IRPF;

• en el lugar de la última residencia declarada a efectos del IRPF.

2)�Impuesto�sobre�el�patrimonio. Se cede a la comunidad en la que el con-

tribuyente tenga su residencia habitual.

3)�Impuesto�sobre�sucesiones�y�donaciones. En las adquisiciones mortis cau-

sa se ceden a la comunidad en la que el causante tuviera su residencia habi-

tual en la fecha del devengo del impuesto. En las transmisiones gratuitas inter

vivos, si el bien donado es un inmueble o derechos sobre este, se cede a la co-

munidad en la que radiquen los bienes; para el resto de los bienes, se cede a

la comunidad en la que el donatario tenga su residencia habitual en la fecha

del devengo.

Residencia habitual

El artículo 28 de la Ley
22/2009 recoge una impor-
tante casuística para determi-
nar, en caso de conflicto, la re-
sidencia habitual de las perso-
nas físicas.



CC-BY-NC-ND • PID_00181723 22 Fiscalidad autonómica y local

4)�Impuesto�sobre�transmisiones�patrimoniales�y�actos�jurídicos�documen-

tados. Se establece con carácter general el criterio de atribuir el rendimiento a

la comunidad en la que el sujeto pasivo tenga su residencia habitual. Se esta-

blecen una serie de reglas especiales, entre las que destacan:

• Cuando se trate de operaciones sobre inmuebles, se atribuye a la comuni-

dad en la que radique.

• En el caso de constitución de hipotecas, prendas sin desplazamiento o so-

bre buques o aeronaves, se cede a la comunidad en la que se hayan inscrito

estos actos.

• Cuando se trate de documentos gravados por la cuota fija de actos jurídicos

documentados, se cede a la comunidad en la que se autoricen u otorguen.

5)�Impuesto�sobre�el�valor�añadido. Se cede a las comunidades el rendimien-

to correspondiente al consumo producido en su territorio, según el índice de

consumo territorial certificado por el Instituto Nacional de Estadística.

6)�Impuesto�sobre�hidrocarburos. Se cede a cada comunidad el rendimiento

producido en su territorio, según el índice de entregas de gasolinas, gasóleos

y fuelóleos realizados en su territorio.

7)�Impuesto�sobre�labores�de�tabaco. El rendimiento que corresponde a cada

comunidad se establece teniendo en cuenta el índice de ventas a expendedu-

rías de tabaco en su territorio, de acuerdo con los datos facilitados por el Co-

misionado para el Mercado de Tabacos.

8)�Impuesto�sobre�electricidad. El rendimiento se asigna en función del con-

sumo neto de energía eléctrica de cada territorio.

9)�Impuesto�especial�sobre�determinados�medios�de�transporte. El rendi-

miento se asigna a la comunidad a la que corresponda el domicilio fiscal del

sujeto pasivo.

1.3.4. Alcance normativo de la cesión

Antes de analizar la normativa que regula la materia, hay que señalar que la

titularidad de las competencias normativas y de aplicación de los impuestos

cuyo rendimiento se cede, total o parcialmente, a las comunidades autónomas

corresponde al Estado, así como la potestad sancionadora y la revisión de los

actos dictados en ejercicio de dichas competencias. Cuando una comunidad

no haga uso de las facultades concedidas, se aplicará en defecto la normativa

del Estado.
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De acuerdo con lo señalado, el artículo 19 dos de la LOFCA dispone que cada

comunidad autónoma podrá asumir, en los términos que establezca la ley que

regule la cesión de tributos, las siguientes competencias normativas:

• En el impuesto sobre la renta de las personas físicas, la fijación de la cuantía

del mínimo personal y familiar y la regulación de la tarifa y deducciones

de la cuota.

• En el impuesto sobre el patrimonio, la determinación de mínimo exento

y tarifa, deducciones y bonificaciones.

• En el impuesto sobre sucesiones y donaciones, reducciones de la base im-

ponible, tarifa, fijación de la cuantía y coeficientes del patrimonio preexis-

tente, deducciones y bonificaciones, así como la regulación de la gestión.

• En el impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos docu-

mentados, en la modalidad transmisiones patrimoniales onerosas, la re-

gulación del tipo de gravamen en arrendamientos, en las concesiones ad-

ministrativas, en la transmisión de bienes muebles e inmuebles y en la

constitución y cesión de derechos reales que recaigan sobre ellos, excepto

los derechos reales de garantía; y en la modalidad de actos jurídicos docu-

mentados, el tipo de gravamen de los documentos notariales. Asimismo,

podrán regular deducciones de la cuota, bonificaciones y la gestión del

tributo.

• En los tributos sobre el juego, la determinación de exenciones, base impo-

nible, tipos de gravamen, cuotas fijas, bonificaciones y devengo, así como

la regulación de la aplicación de los tributos.

• En el impuesto especial sobre determinados medios de transporte, la regu-

lación de los tipos impositivos.

• En el impuesto sobre hidrocarburos, la regulación del tipo impositivo au-

tonómico.

El detalle del alcance de las facultades normativas atribuidas a las comunidades

autónomas está desarrollado en los artículos 45 a 52 de la Ley 22/2009.

El artículo 19 dos de la LOFCA también recoge la posibilidad de que, en el caso

de tributos cedidos, cada comunidad autónoma pueda asumir por delegación

del Estado la aplicación de los tributos, la potestad sancionadora y, en su caso

su revisión, sin perjuicio de la colaboración que pueda establecerse entre am-

bas administraciones, todo ello de acuerdo con lo especificado en la ley que

fije el alcance y condiciones de la cesión.
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Esta posible delegación de competencias no es aplicable al impuesto sobre la

renta de las personas físicas, al impuesto sobre el valor añadido ni a los im-

puestos especiales de fabricación. En todo caso, los órganos estatales compe-

tentes llevarán a cabo la gestión, liquidación, recaudación e inspección, así

como la revisión, de los actos dictados en vía de gestión del IRPF, IVA e im-

puestos especiales de fabricación.

Los artículos 54 a 59 de la Ley 22/2009 abordan las cuestiones relativas a la

delegación de competencias en materia de impuesto sobre el patrimonio, sobre

sucesiones y donaciones, actos jurídicos documentados, tributos sobre el juego

y sobre determinados medios de transporte.

En virtud de estos artículos, podemos indicar de forma resumida lo siguiente:

• Las CC. AA. se hacen cargo, por delegación, de la gestión, liquidación,

recaudación e inspección, así como de la revisión de los actos dictados en

vía de gestión de los impuestos antes enumerados.

• La ley reserva al Estado determinadas competencias en el ámbito de la ges-

tión de los tributos (consultas tributarias), recaudación y revisión (recurso

de alzada ordinario y extraordinario para unificar la doctrina).

• Tanto la gestión como la recaudación y la inspección de los tributos cedi-

dos deberán ajustarse a lo dispuesto en la normativa estatal.

1.3.5. Órganos de resolución de conflictos y de coordinación de

la gestión tributaria

El reconocimiento de competencias normativas a favor de las comunidades

hizo surgir la necesidad tanto de crear organismos de resolución de los posi-

bles conflictos que surgieran a la hora de analizar los puntos de conexión es-

tablecidos por las leyes como de establecer organismos de coordinación entre

ambas administraciones.

El artículo 23 de la LOFCA dispone que los conflictos que se susciten en la

aplicación de los puntos de conexión de los tributos sean resuelto por una

junta arbitral. La composición y funciones de este organismo están recogidas

en los artículos 23 y 24 de la LOFCA, y su régimen jurídico ha sido desarrollado

por el Real Decreto 2451/1998, de 13 de noviembre.

Como órganos de coordinación, la Ley 22/2009 regula en el artículo 65 el

Consejo Superior para la Dirección y Coordinación de la Gestión Tributaria,

que es un órgano colegiado, integrado por representantes de la Administra-

ción tributaria del Estado y de las comunidades autónomas y ciudades con

estatuto de autonomía, encargado de coordinar la gestión de los tributos ce-

didos, mientras que en el artículo 66 se regulan los consejos territoriales para
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la dirección y coordinación de la gestión tributaria. Estos consejos territoria-

les son órganos colegiados integrados por representantes de la Administración

tributaria del Estado y de la comunidad autónoma o de la ciudad con estatuto

de autonomía de que se trate a los que corresponde coordinar la gestión de los

tributos cedidos en su respectivo ámbito territorial.

1.4. Otros recursos tributarios

El último de los recursos de las comunidades autónomas de naturaleza tribu-

taria al que hace referencia el artículo 157 de la Constitución son los recargos

sobre impuestos estatales.

Los recargos se pueden definir como un gravamen que se establece sobre

un impuesto preexistente de la Hacienda estatal (impuesto base) al que

se añade un determinado incremento (recargo) de la cantidad que hay

que pagar.

El recargo presenta los mismos elementos configuradores del impuesto base

sobre el que se establece, pero la obligación de ingresar el recargo es autónoma

respecto de la de ingresar el impuesto base, aunque lo normal es que ambas

obligaciones estén unidas y se gestionen de forma conjunta.

El artículo 12 de la LOFCA señala los límites de este recurso al establecer lo

siguiente:

• Las comunidades autónomas solo podrán establecer recargos sobre los tri-

butos del Estado susceptibles de cesión, excepto en el impuesto sobre las

ventas minoristas de determinados hidrocarburos. En el impuesto sobre

el valor añadido e impuestos especiales, únicamente podrán establecer re-

cargos cuando tengan competencias normativas en materia de tipos de

gravamen.

• Los recargos previstos en el apartado anterior no podrán configurarse de

forma que puedan suponer una minoración en los ingresos del Estado por

dichos impuestos ni desvirtuar su naturaleza o estructura.

Escasos recargos
autonómicos

Si examinamos el uso que las
comunidades han hecho de la
posibilidad de aplicar recargos,
vemos que ha sido más bien
escasa. Exceptuando el intento
de establecer un recargo sobre
el IRPF aprobado por la Asam-
blea de Madrid mediante la
Ley 15/1984, hoy derogada,
solo se han establecido recar-
gos autonómicos sobre la tasa
estatal que grava el juego.
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2. Fiscalidad de las haciendas forales: territorios
históricos del País Vasco y Comunidad Foral de
Navarra

2.1. Introducción

El derecho a la autonomía de las comunidades autónomas (CC. AA.) es uno

de los principios reconocidos en el artículo 2 de la Constitución española. La

garantía de este derecho exige el establecimiento de un sistema de financiación

autonómica que dote a las CC. AA. de medios económicos suficientes. Como

acabamos de ver, tales recursos se encuentran regulados en la Ley Orgánica

8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas

(LOFCA).

En el diario El País, en su edición digital del 08/11/2011, bajo el título

"El pacto fiscal que España y Cataluña necesitan", se analizan las des-

ventajas de una posible propuesta de pacto fiscal con Cataluña basada

en un sistema de concierto económico, al estilo de los que existen en

el País Vasco y Navarra.

Este mecanismo de financiación no es común a todas las comunidades autó-

nomas, ya que la Constitución reconoce en su Disposición Adicional 1.ª los

regímenes forales de los territorios históricos del País Vasco y de la Comunidad

Foral de Navarra, así como especialidades propias de determinados territorios.

Por tanto, además del sistema de financiación de las comunidades de régimen

común, están perfectamente delimitadas dos situaciones de especialidad:

a) Los regímenes forales de los territorios históricos del País Vasco y de la Co-

munidad Foral de Navarra.

b) Los regímenes especiales por razón del territorio, de Canarias, Ceuta y Me-

lilla.

Las principales diferencias entre los regímenes forales y el régimen de finan-

ciación de las comunidades autónomas de régimen común se centran en dos

aspectos básicos:

• Las comunidades autónomas de régimen foral tienen derecho a establecer

y regular en su territorio su propio régimen tributario, sujetándose a las

Art. 2 CE

La Constitución "reconoce y
garantiza el derecho a la auto-
nomía de las nacionalidades y
regiones" que integran el terri-
torio español.
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bases y principios que recoge el concierto económico o convenio econó-

mico y a la estructura tributaria del Estado.

• Las haciendas forales financian sus gastos con su propia recaudación y

deben transferir al Estado una cantidad denominada cupo, para sufragar

las cargas soportadas por el Estado por los servicios que este presta en el

País Vasco y Navarra.

A ellos nos vamos a referir a continuación.

2.2. Territorios históricos del País Vasco

2.2.1. Normativa básica

La normativa básica aplicable en esta materia se contenía inicialmente en la

Ley 12/1981, de 13 de mayo, por la que se aprobó el concierto económico

con el Estado, vigente hasta el 31 de diciembre del 2001. El nuevo concierto

económico se materializó en la Ley 12/2002, de 23 de mayo, que entró en vigor

el 25 de febrero del 2002, aunque sus efectos se retrotrajeron al 1 de enero del

2002. Esta ley ha sido modificada parcialmente por la Ley 28/2007, de 25 de

octubre, y por la Ley 7/2014, de 21 de abril.

El nuevo concierto económico mantiene, en términos similares a los regula-

dos por la Ley 12/81, los principios generales sobre los que debe asentarse el

sistema tributario en los territorios históricos, los principios que rigen la ela-

boración de sus normas tributarias y los que regulan su colaboración con la

Administración del Estado. Se destaca también el carácter supletorio de las

normas vigentes en territorio común.

A fin de conseguir una armonización fiscal con el Estado, los territorios históri-

cos deben seguir los criterios que exponemos a continuación en la elaboración

de su normativa tributaria, tal y como indica el artículo 3 de la Ley 12/2002:

1) Se han de adecuar a la LGT en cuanto a la terminología y conceptos, salvo

en las peculiaridades establecidas en la propia ley del concierto.

2) Han de mantener una presión fiscal efectiva global equivalente a la que hay

en el resto del Estado.

3) Deben respetar y garantizar la libre circulación y establecimiento de las per-

sonas y la libre circulación de bienes, capitales y servicios en todo el territorio

español, y deben evitar efectos discriminatorios y el menoscabo en la compe-

tencia empresarial, así como la distorsión en la asignación de recursos.

Las CC. AA. de régimen
foral

Tiene derecho a establecer y
regular en su territorio su pro-
pio régimen tributario, y finan-
cian sus gastos con su propia
recaudación, debiendo transfe-
rir al Estado una cantidad de-
nominada cupo, para sufragar
las cargas soportadas por el Es-
tado por los servicios que este
presta en el País Vasco y Nava-
rra.

Ley 12/2002

La normativa básica aplicable
al régimen tributario de los te-
rritorios históricos del País Vas-
co (Álava, Guipúzcoa y Vizca-
ya) se encuentra actualmente
en la Ley 12/2002, de 23 de
mayo, por la que se aprueba
el concierto económico, que
ha sido modificada por la Ley
28/2007, de 25 de octubre, y
por la Ley 7/2014, de 21 de
abril.
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4) Deben utilizar la misma clasificación de actividades económicas que en

territorio común, sin perjuicio de un mayor desglose.

Por otro lado, el Estado y los territorios históricos, en el ejercicio de las fun-

ciones que les competen, en orden a la gestión, inspección y recaudación de

sus tributos, se deben facilitar mutuamente cuantos datos y antecedentes sean

precisos para su exacción. Este principio de colaboración origina, entre otras

cosas, la necesidad de preparación de planes de inspección conjuntos o comu-

nicación de las normas fiscales aprobadas antes de su entrada en vigor.

2.2.2. Competencias de los territorios históricos y del Estado

Según señalan los artículos 1 y 5 de la Ley 12/2002, las instituciones compe-

tentes de los territorios históricos pueden mantener, establecer y regular, den-

tro de su territorio, el régimen tributario, salvo aquellos tributos que actual-

mente se recaudan mediante monopolios fiscales, derechos de importación y

los gravámenes a la importación en los impuestos especiales y en el IVA.

Del mismo modo, la exacción, gestión, liquidación, inspección, revisión y re-

caudación de los tributos que integran el sistema tributario de los territorios

históricos corresponde a las respectivas diputaciones forales.

En cuanto a las competencias exclusivas del Estado, estas son la regulación,

gestión, inspección, revisión y recaudación de los derechos de importación y

de los gravámenes a la importación en los impuestos especiales y el IVA, así

como la alta inspección en la aplicación del concierto.

Un concepto fundamental para determinar la competencia de las diputacio-

nes forales en relación con los tributos que integran el sistema tributario foral

son los conceptos de residencia habitual y domicilio fiscal, a los que nos refe-

riremos a continuación.

2.2.3. Residencia habitual y domicilio fiscal en el País Vasco

Según el artículo 43 de la Ley 12/2002, se entiende que las personas físicas

residentes tienen su residencia habitual en el País Vasco, y se aplican sucesi-

vamente las siguientes reglas:

a) Cuando permanezca en dicho territorio un mayor�número�de�días del pe-

ríodo impositivo, en el IRPF; o del año inmediato anterior, contado de fecha

a fecha, que finalice el día anterior al del devengo, en el impuesto sobre suce-

siones y donaciones, en el impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos

jurídicos documentados y en el impuesto especial sobre determinados medios

de transporte.
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En el resto de los tributos, la residencia habitual de las personas físicas es la

misma que corresponde para el IRPF a la fecha de devengo de aquellos.

Para determinar el período de permanencia, se computan las ausencias tem-

porales. Salvo prueba en contrario, se considera que una persona física perma-

nece en territorio vasco cuando radique en él su vivienda habitual.

b) Cuando tengan en territorio vasco su principal�centro�de�intereses, consi-

derando como tal el territorio donde obtenga la mayor parte de la base impo-

nible del IRPF. A estos efectos, se excluyen las rentas y ganancias patrimoniales

derivadas del capital mobiliario.

c) Cuando sea el territorio vasco el de su última residencia�declarada a efectos

del IRPF.

Como reglas especiales, se consideran residentes en territorio vasco las perso-

nas físicas que permanezcan en dicho territorio más de 183 días durante el

año natural, cuando radique en él el núcleo principal o la base de sus activi-

dades empresariales o profesionales o de sus intereses económicos o cuando

en territorio vasco residan habitualmente su cónyuge no separado legalmente

y los hijos menores de edad que dependan de ella.

Por otro lado, a efectos del concierto económico, se entienden domiciliados

fiscalmente en el País Vasco:

a) Las personas�físicas que tienen su residencia habitual en el País Vasco.

b) Las personas� jurídicas�y�demás�entidades sometidas al impuesto sobre

sociedades (IS) que tienen en el País Vasco su domicilio social, siempre que en

él esté efectivamente centralizada su gestión administrativa y la dirección de

sus negocios o, en otro caso, cuando se realice en el País Vasco dicha gestión

o dirección. Si no puede establecerse el lugar del domicilio de acuerdo con

estos criterios, debe atenderse al lugar donde radique el mayor valor de su

inmovilizado.

c) Los establecimientos�permanentes cuando su gestión administrativa o la

dirección de sus negocios se efectúe en el País Vasco. Si no puede establecerse el

lugar del domicilio de acuerdo con este criterio, debe atenderse al lugar donde

radique el mayor valor de su inmovilizado.

d) Las sociedades�civiles�y�los�entes�sin�personalidad�jurídica cuando su

gestión y dirección se efectúa en el País Vasco. Si con este criterio fuese impo-

sible determinar su domicilio fiscal, debe atenderse al territorio donde radique

el mayor valor de su inmovilizado.
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Las discrepancias que puedan producirse con respecto a la domiciliación de

los contribuyentes deben ser resueltas, previa audiencia de estos, por la Junta

Arbitral.

No producen efecto los cambios de residencia que tengan por objeto principal

lograr una menor tributación efectiva.

2.2.4. Normas del concierto sobre imposición directa

En este apartado analizaremos las normas relativas a los diferentes impuestos

directos, contenidas en la Ley 12/2002.

Impuesto sobre la renta de las personas físicas

Según el artículo 6 de la Ley 12/2002, el IRPF es un tributo concertado de nor-

mativa autónoma. Las diputaciones forales, al establecer la normativa regula-

dora de este impuesto, no tendrán más límites a su autonomía normativa que

los principios de armonización fiscal contenidos en el artículo 3.º de la Ley

12/2002.

El criterio establecido para la exacción de este impuesto es que la tributación

de las personas físicas se ha de realizar en un único territorio, de acuerdo con

las siguientes reglas:

1)�Tributación�por�obligación�personal: cuando el sujeto pasivo tenga su re-

sidencia habitual en el País Vasco, la diputación foral competente por razón

del territorio exigirá el impuesto. Si la residencia habitual se encuentra en te-

rritorio común, la exacción del impuesto corresponderá a la Administración

tributaria del Estado.

2)�Tributación�por�obligación�real: cuando el sujeto pasivo sea residente en

el extranjero y obtengan rentas que se entiendan obtenidas o producidas en

el territorio vasco de acuerdo con los criterios señalados en la Ley 12/2002, la

diputación foral competente por razón del territorio exigirá el impuesto. Si la

residencia habitual se encuentra en territorio común, la exacción del impuesto

corresponderá a la Administración tributaria del Estado.

Por otro lado, los artículos 7 a 13 de la Ley 12/2002 establecen los puntos de

conexión que determinan cuál es la administración competente para exigir

las retenciones e ingresos a cuenta en la fuente relativa a los diversos compo-

nentes de renta.

En el caso de rendimientos�del�trabajo, el criterio general es la competencia

de la administración en cuyo territorio se realice el trabajo o preste el servicio,

con las siguientes excepciones:

Tributación conjunta

Si los miembros de una unidad
familiar tuvieran su residencia
en territorios distintos y opta-
sen por la tributación conjun-
ta, será competente la Admi-
nistración del territorio donde
tenga su residencia habitual
el miembro con mayor base li-
quidable.

Residencia habitual

El concepto de residencia ha-
bitual de las personas físicas se
encuentra en el citado artículo
43 de la Ley 12/2002.
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• Retribuciones�de�funcionarios�y�empleados�del�Estado�en�el�País�Vasco:

son exigibles por parte de la Administración del Estado.

• Retenciones�sobre�pensiones�y�haberes�pasivos: cuando el perceptor ten-

ga su residencia habitual en el País Vasco, su exigibilidad corresponde a

las diputaciones forales.

• Retribuciones�de�miembros�de�consejos�de�administración: la exacción

corresponde a la Administración del domicilio fiscal de la entidad paga-

dora. No obstante, si la entidad pagadora tributa por el impuesto sobre

sociedades tanto al Estado como a las diputaciones forales, corresponderá

la exacción a ambas administraciones en proporción al volumen de ope-

raciones efectuadas en cada territorio.

Por lo que se refiere a los rendimientos�de�actividades�económicas, el crite-

rio es que las retenciones e ingresos a cuenta sean exigidas por la Administra-

ción competente del territorio en que la persona obligada a retener tenga su

residencia habitual o domicilio fiscal. En cualquier caso, las retenciones son

exigidas por la Administración del Estado o por las respectivas diputaciones

cuando correspondan a rendimientos satisfechos por ellas.

En el caso de rendimientos�del�capital�mobiliario, el criterio aplicable para

la exacción depende del tipo del rendimiento de que se trate. Así, si se trata de

intereses de operaciones bancarias, el criterio es la residencia del perceptor. En

caso de participación en fondos propios de cualquier tipo de entidad e intere-

ses de obligaciones y títulos similares, las retenciones sobre estos conceptos

corresponden a una administración u otra en función del lugar de tributación

de la empresa: si tributa de forma exclusiva en un territorio, a la administra-

ción competente; si tributa en ambos territorios, a la Administración estatal y

a las diputaciones forales en proporción al volumen de operaciones efectuadas

en cada uno.

Por otra parte, también existen criterios específicos aplicables, entre otras ren-

tas, a los rendimientos de los derechos de la propiedad intelectual e industrial

y de asistencia técnica, intereses de empréstitos, rentas vitalicias y tempora-

les, operaciones de capitalización, intereses de operaciones bancarias o rendi-

mientos procedentes de arrendamientos de bienes muebles, derechos o minas.

En el caso de ganancias�patrimoniales�derivadas�de�la�transmisión�o�reem-

bolso de acciones o participaciones de II. CC., las retenciones serán exigidas

por la administración del territorio en el que tenga su domicilio fiscal o resi-

dencia habitual el accionista o partícipe.
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Para el caso de los premios, la retención es exigida por la administración en

cuyo territorio tenga la residencia habitual o domicilio fiscal el pagador, y en

el supuesto de arrendamiento y subarrendamiento de bienes inmuebles, las

retenciones se exigirán en función de la residencia habitual o domicilio fiscal

del obligado a retener. Se aplica el mismo criterio en las imputaciones de renta.

Por su parte, las retenciones sobre rendimientos percibidos por personas que

no tengan su residencia habitual en territorio español son exigidas por la ad-

ministración del territorio en el que se entiendan obtenidos los rendimientos.

Es importante señalar que las retenciones, pagos�fraccionados e ingre-

sos�a�cuenta efectuados en un territorio u otro tienen validez a efectos

del IRPF del perceptor, sin que ello implique, para el caso de que se hu-

biesen ingresado en una administración no competente, la renuncia de

la otra administración a la percepción de la cantidad sobre la que tuvie-

ra derecho. Por otro lado, los territorios históricos tienen que aplicar los

mismos tipos de retención e ingresos a cuenta que el Estado.

Impuesto sobre el patrimonio

El impuesto sobre el patrimonio es un tributo concertado de normativa autó-

noma en el que los territorios históricos tienen capacidad normativa plena.

Es exigido por la diputación foral competente o por el Estado, según a qué

administración esté sujeto el contribuyente por el IRPF, con independencia del

territorio donde radiquen los elementos patrimoniales objeto de tributación.

Tratándose de sujetos pasivos por obligación real de contribuir, la exacción del

impuesto corresponde a las diputaciones forales cuando el mayor valor de los

bienes y derechos radique en territorio vasco.

Impuesto sobre sociedades

El impuesto sobre sociedades (IS) es un tributo concertado de normativa autó-

noma para los sujetos pasivos que tengan su domicilio fiscal en el País Vasco.

Del análisis del artículo 15 de la Ley 12/2002, que regula las competencias

de�exacción en el IS para los sujetos pasivos residentes, se pueden extraer las

siguientes conclusiones:

• Los sujetos pasivos cuyo volumen total de operaciones en el ejercicio an-

terior no haya excedido de diez millones de euros tributarán a la adminis-

tración del domicilio fiscal y aplicarán la normativa de la administración

a la que tributen.
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• Los sujetos pasivos cuyo volumen total de operaciones en el ejercicio an-

terior haya excedido de diez millones de euros tributarán, como regla ge-

neral, a ambas administraciones en proporción al volumen de operaciones

realizadas en cada territorio durante el ejercicio.

• Los sujetos pasivos cuyo volumen total de operaciones en el ejercicio an-

terior haya excedido de diez millones de euros y realicen el 100% de sus

operaciones en territorio común tributarán a la Administración del Esta-

do, con independencia del lugar de situación del domicilio fiscal.

• Los sujetos pasivos cuyo volumen total de operaciones en el ejercicio an-

terior haya excedido de diez millones de euros y realicen el 100% de sus

operaciones en el País Vasco tributarán a la diputación foral correspon-

diente al territorio donde realicen sus operaciones, con independencia del

lugar de situación del domicilio fiscal.

Asimismo, el artículo 14 de la Ley 12/2002 establece las reglas para determinar

la normativa�aplicable a los sujetos pasivos residentes. De acuerdo con ello,

se aplicará la�normativa�foral a las siguientes entidades residentes:

• Las que tributen exclusivamente a las diputaciones forales.

• Las que tributen conjuntamente a ambas administraciones pero que ten-

gan su domicilio fiscal en el País Vasco y realicen en el territorio común

menos del 75% de sus operaciones totales.

• Las que tengan un volumen total de operaciones en el ejercicio anterior

superior a diez millones de euros y realicen en el País Vasco el 100% de

sus operaciones totales, con independencia del territorio donde tengan el

domicilio fiscal.

Por su parte, se aplicará la normativa�común a las siguientes entidades resi-

dentes:

• Las que tributen exclusivamente al Estado.

• Las que tributen conjuntamente a ambas administraciones pero su domi-

cilio fiscal se encuentre en el País Vasco y realicen en territorio común el

75% o más de sus operaciones totales.

• Las que tributen conjuntamente a ambas administraciones pero su domi-

cilio fiscal se encuentre en territorio común, aun cuando el porcentaje de

sus operaciones en territorio común sea inferior al 75% de sus operaciones

totales.

• Las que tengan un volumen total de operaciones en el ejercicio anterior

superior a diez millones de euros y realicen en territorio común el 100%
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de sus operaciones totales, con independencia del territorio donde tengan

el domicilio fiscal.

Es necesario tener en cuenta también que la competencia�inspectora, según

señala el artículo 19 de la Ley 12/2002, se determina en función de las mismas

reglas previstas para determinar la normativa aplicable; es decir, será compe-

tente la inspección de la diputación foral correspondiente cuando la norma-

tiva aplicable sea la foral, y será competente la inspección del Estado cuando

la normativa aplicable sea estatal.

Como se puede ver, el volumen�de�operaciones es un concepto fundamental

para determinar si se ha de tributar a una sola administración o a ambas. Para

ello hay que tener en cuenta si en el ejercicio anterior las operaciones realiza-

das por la entidad han superado el límite de los siete millones de euros. Este

límite se denomina umbral de tributación.

En este sentido, se entiende por volumen de operaciones en el IS el

importe total de las contraprestaciones, excluido el IVA y el recargo de

equivalencia en su caso, obtenido por la sociedad en el ejercicio por las

entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas en el ejercicio

de su actividad.

A estos efectos, tienen la consideración de entregas de bienes y prestaciones

de servicios las operaciones definidas como tales en la legislación reguladora

del IVA.

Un concepto distinto al de volumen de operaciones es el de proporción

de�volumen�de�operaciones realizadas en cada territorio o cifra�rela-

tiva, que es un concepto que determina las competencias de exacción

en el ejercicio en curso.

En el ámbito del IS, la cifra relativa determina la normativa aplicable

y la competencia inspectora en función de cuál sea la proporción del

volumen de operaciones del ejercicio anterior.

El concepto de cifra relativa se obtiene en función de los puntos de conexión

regulados en el artículo 16 de la Ley 12/2002 para las entregas de bienes y

prestaciones de servicios, los cuales determinan el lugar de tributación de esas

operaciones sujetas al IS durante el ejercicio.

Con carácter general, se entiende que una entidad realiza operaciones en un

determinado territorio cuando efectúe en dicho territorio entregas de bienes

o prestaciones de servicios. Así:
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• en las entregas de bienes, este lugar varía según la naturaleza del bien;

• en las prestaciones de servicios, este lugar se encuentra en el territorio

donde se efectúan materialmente las prestaciones de servicios, aplicándose

criterios específicos para determinadas prestaciones.

Además de los puntos de conexión, para determinar el porcentaje de cifra re-

lativa, hay que tener en cuenta la normativa propia del IS, ya sea foral o esta-

tal según el caso, aplicable a las operaciones sujetas al impuesto. Se excluyen

del concepto de cifra relativa en el IS las operaciones no sujetas por ámbito

espacial, es decir, las realizadas en el extranjero.

Las entidades que no realicen entregas de bienes o prestaciones de servicios,

de acuerdo con la LIVA, tributan a la administración correspondiente a su

domicilio fiscal.

En el caso de entidades no residentes que actúen sin establecimiento perma-

nente, su tributación se realiza a la administración del territorio en que se en-

tiendan obtenidas sus rentas; si operan con establecimiento permanente, tri-

butan en función de las reglas aplicables a las entidades residentes, y la exac-

ción del gravamen especial sobre bienes inmuebles de entidades no residentes

se realiza en función del lugar de situación del inmueble.

Respecto a la gestión�del�IS, es necesario indicar que los sujetos pasivos que

deban tributar a ambas administraciones han de presentar en la delegación de

la AEAT que corresponda y en la diputación foral de cada uno de los territorios

en los que opere, dentro de los plazos y con las formalidades reglamentarias,

los documentos y las declaraciones-liquidaciones procedentes, en las que ha-

gan constar la proporción de volumen de operaciones o cifra relativa aplicable

y las cuotas o devoluciones que resulten ante cada una de las administraciones.

El resultado de las liquidaciones que procedan se imputa a cada administración

en proporción al volumen de operaciones realizadas en un territorio y otro en

cada periodo impositivo. La misma regla se aplica en el caso en el que proceda

la práctica de devoluciones tributarias, las cuales se efectúan por las respectivas

administraciones en la proporción que corresponda a cada una.

Por su parte, los pagos a cuenta del IS que deban realizar las entidades que

tributen a varias administraciones han de ingresarse en cada una de ellas en

proporción al volumen de operaciones, deduciéndose de la parte de cuota que

corresponda.

En el siguiente cuadro resumen se exponen los criterios previstos en la Ley

12/2002 para determinar la normativa aplicable y las competencias inspectora,

de exacción y de gestión en el IS.
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Volumen ejer-
cicio anterior

Cifra re-
lativa

Domi-
cilio

Gestión Nor-
mativa

Exacción Inspección

< 10 millones No se tiene
en cuenta.

T. foral Dip. foral Foral Dip. foral Dip. foral

< 10 millones No se tiene
en cuenta.

T. co-
mún

AEAT Estado AEAT AEAT

> 10 millones >= 75% en
T. común.

T. foral AEAT y
dip. foral

Estado AEAT y dip. foral
en proporción

AEAT

> 10 millones >= 75% en
T. común.

T. co-
mún

AEAT y
dip. foral

Estado AEAT y dip. foral
en proporción

AEAT

> 10 millones < 75% en T.
común.

T. foral AEAT y
dip. foral

Foral AEAT y dip. foral
en proporción

Dip. foral

> 10 millones < 75% en T.
común.

T. co-
mún

AEAT y
dip. foral

Estado AEAT y dip. foral
en proporción

AEAT

> 10 millones 100% en T.
foral.

Indife-
rente

Dip. foral Foral Dip. foral Dip. foral

> 10 millones 100% en T.
común.

Indife-
rente

AEAT Estado AEAT AEAT

Territorio común

A los efectos de la Ley
12/2002, el concepto de terri-
torio común se refiere a todo
territorio distinto al País Vasco.

Ejemplo

A continuación se muestra un ejemplo de cómo se determinarían la normativa aplicable,
la competencia inspectora y de exacción y las competencias de gestión en el IS.

La empresa Bilbo S. A., con domicilio fiscal en Bilbao, ha realizado en el 2009 entregas de
bienes por importe de ocho millones euros. Estas operaciones se han localizado en Burgos
y Vizcaya, siendo el importe de las entregas de bienes en Burgos de 5.920.000 euros y
en Bilbao, de 2.080.000 euros. Se sabe que en el 2008 se realizaron operaciones por un
importe global de 8.500.000 euros, de las cuales las realizadas en Burgos supusieron un
porcentaje del 80% y las realizadas en Vizcaya, del 20%, en ambos casos del total de las
operaciones realizadas en dicho ejercicio.

El gerente de la entidad nos pregunta cuál es la normativa aplicable de IS en el 2009 y
el 2010, a qué administración corresponde la competencia inspectora y a cuál se ha de
tributar en esos ejercicios por el IS. Se sabe que el importe de las operaciones en el 2010
ha sido de nueve millones de euros, siendo el importe de las entregas de bienes en Burgos
de 6.840.000 euros y en Bilbao, de 2.160.000 euros.

Solución

En primer lugar, procede determinar la normativa�de�IS�aplicable�en�el�2009�y�el�2010.
En este sentido, cabe indicar que en el 2008 se ha superado el umbral de tributación (siete
millones de euros), por lo que en principio se tendrá que tributar a la Administración del
Estado y a la Diputación Foral de Vizcaya. También en el 2009 se ha superado el umbral
de tributación, por lo que se tendrá que tributar a ambas administraciones.

La circunstancia anterior hace que debamos tener en cuenta la proporción de volumen
de operaciones (cifra relativa) realizadas en Burgos y Vizcaya en el 2008 y el 2009 con
respecto al volumen total de operaciones realizadas en esos ejercicios.

En este sentido, como se indica en el enunciado, en el 2008 se han realizado operaciones
en territorio común en un porcentaje del 80% y en Vizcaya en un porcentaje del 20%, lo
que determinará la aplicación de la normativa estatal de IS en el 2009, al ser la proporción
del volumen de operaciones en el 2008 en dicho territorio superior al 75% del total de

Nota

Según la normativa vigente
hasta diciembre de 2017, el
volumen de operaciones a
considerar era de 7 millones
de euros.
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las operaciones realizadas. Como la determinación de la competencia inspectora sigue
las mismas reglas que las previstas para la determinación de la normativa aplicable, la
competencia�inspectora�respecto�al�IS�2009 corresponderá a la AEAT.

Por otro lado en el 2009 se han realizado operaciones en territorio común en un porcen-
taje del 74% (5.920.000 / 8.000.000) y en Vizcaya en un porcentaje del 26% (2.080.000 /
8.000.000), lo que determinará la aplicación de la normativa foral de IS en el 2010, al ser
la proporción del volumen de operaciones en el 2009 en territorio común inferior al 75%
del total de las operaciones realizadas. En este caso, la competencia�inspectora�respecto
al�IS�2010 corresponderá a la Diputación Foral de Vizcaya.

En cuanto a la determinación de la administración�a�la�que�se�ha�de�tributar�en�el
2009�y�el�2010 (es decir, la determinación de las competencias de exacción), hay que
tener en cuenta el porcentaje de volumen de operaciones del ejercicio en curso. Así, en
el 2009 corresponderá tributar a la AEAT en un porcentaje de un 74% y a la Diputación
Foral de Vizcaya, en un 26%. Por su parte, en el 2010 corresponderá tributar a la AEAT
en un porcentaje de un 76% (6.840.000 / 9.000.000) y a la Diputación Foral de Vizcaya,
en un 24% (2.160.000 / 9.000.000).

Esta cifra relativa del 2010 determinará la normativa aplicable y la competencia inspec-
tora en el 2011, al haberse superado en el 2010 el umbral de tributación (el volumen de
operaciones en el 2010 ha superado los siete millones de euros).

Impuesto sobre sucesiones y donaciones

El impuesto sobre sucesiones y donaciones (ISD) es un tributo concertado de

normativa autónoma, sin que se establezca ninguna limitación en el concier-

to, por lo que las diputaciones forales tienen plena competencia para su regu-

lación. No obstante, las diputaciones forales han de aplicar la normativa co-

mún cuando el causante o donatario hubiera adquirido la residencia fiscal en

el País Vasco con menos de cinco años de antelación a la fecha del devengo

del impuesto.

La exacción corresponde a las respectivas diputaciones forales en los siguientes

supuestos:

• En las sucesiones, cuando el causante tenga su residencia habitual en el

País Vasco.

• En las donaciones de bienes inmuebles, cuando estos radiquen en territo-

rio vasco. En las donaciones de los demás bienes y derechos, cuando el

donatario tenga su residencia habitual en dicho territorio a la fecha de

devengo del impuesto.

• En los seguros de vida, cuando el asegurado tenga su residencia habitual

en el País Vasco.

• En caso de obligación real, cuando el contribuyente tenga su residencia en

el extranjero y la totalidad de los bienes y derechos estuvieran situados,

pudieran ejercitarse o cumplirse en el País Vasco.
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En la Ley 12/2002 se contienen normas especiales para la aplicación del im-

puesto en los casos de acumulación de donaciones y de donaciones múltiples

en un solo documento.

2.2.5. Normas del concierto sobre imposición indirecta

En este apartado analizaremos las normas relativas a los diferentes impuestos

indirectos, contenidas en la Ley 12/2002.

Impuesto sobre el valor añadido

El IVA, incluido el recargo de equivalencia, es un tributo concertado que se rige

por las mismas normas sustantivas y formales establecidas por el Estado. Sin

embargo, las diputaciones forales pueden aprobar los modelos de declaración

e ingreso, que deben contener al menos los mismos datos que los del territorio

común y señalar plazos de ingreso que no deben diferir de forma sustancial

de los establecidos por el Estado.

El artículo 27 de la Ley 12/2002 establece reglas para la determinación de la

administración�competente�para�la�exacción�del�impuesto para los sujetos

pasivos residentes:

• Los sujetos pasivos cuyo volumen total de operaciones en el ejercicio an-

terior no haya excedido de diez millones de euros tributarán a la adminis-

tración del domicilio fiscal.

• Los sujetos pasivos cuyo volumen total de operaciones en el ejercicio an-

terior haya excedido de diez millones de euros tributarán, como regla ge-

neral, a ambas administraciones en proporción al volumen de operaciones

realizadas en cada territorio durante el ejercicio.

• Los sujetos pasivos cuyo volumen total de operaciones en el ejercicio an-

terior haya excedido de diez millones de euros y realicen el 100% de sus

operaciones en territorio común tributarán a la Administración del Esta-

do, con independencia del lugar de situación del domicilio fiscal.

• Los sujetos pasivos cuyo volumen total de operaciones en el ejercicio an-

terior haya excedido de diez millones de euros y realicen el 100% de sus

operaciones en el País Vasco tributarán a la diputación foral correspon-

diente al territorio donde realicen sus operaciones, con independencia del

lugar de situación del domicilio fiscal.

Por su parte, la competencia inspectora en el IVA se determina en función de

las reglas previstas en el artículo 29 de la Ley 12/2002. Así, la diputación foral

correspondiente será competente respecto a las siguientes entidades:
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• Las que tributen exclusivamente a las diputaciones forales.

• Las que tributen conjuntamente a ambas administraciones pero que ten-

gan su domicilio fiscal en el País Vasco y realicen en el territorio común

menos del 75% de sus operaciones totales.

• Las que tengan un volumen total de operaciones en el ejercicio anterior

superior a diez millones de euros y realicen en el País Vasco el 100% de

sus operaciones totales, con independencia del territorio donde tengan su

domicilio fiscal.

La AEAT será competente respecto a las siguientes entidades:

• Las que tributen exclusivamente al Estado.

• Las que tributen conjuntamente a ambas administraciones pero su domi-

cilio fiscal se encuentre en el País Vasco y realicen en territorio común el

75% o más de sus operaciones totales.

• Las que tributen conjuntamente a ambas administraciones pero su domi-

cilio fiscal se encuentre en territorio común, aun cuando el porcentaje de

sus operaciones en territorio común sea inferior al 75% de sus operaciones

totales.

• Las que tengan un volumen total de operaciones en el ejercicio anterior

superior a diez millones de euros y realicen en territorio común el 100%

de sus operaciones totales, con independencia del territorio donde tengan

su domicilio fiscal.

Al igual que en el IS, se entenderá por volumen�de�operaciones�a�efec-

tos�de�IVA el importe total de las contraprestaciones, excluido el IVA

y el recargo de equivalencia en su caso, obtenido por la sociedad en el

ejercicio por las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas

en el ejercicio de su actividad.

Este concepto, como en el caso del IS, sirve para determinar si hay que tributar

a una sola administración o a ambas. Para ello, se debe tener en cuenta si en

el ejercicio anterior las operaciones realizadas por la entidad han superado el

límite o umbral de los diez millones de euros.
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También en el IVA aparece el concepto de proporción�de�volumen�de

operaciones�o�cifra�relativa, que determina las competencias de exac-

ción en el ejercicio en curso y la competencia inspectora en función,

en este último caso, de la proporción del volumen de operaciones del

ejercicio anterior.

Este concepto de cifra relativa se obtiene en función de los puntos de conexión

regulados en el artículo 28 de la Ley 12/2002, que son esencialmente los mis-

mos que los previstos para el IS aunque con pequeñas diferencias y estable-

ciendo reglas especiales para la exacción del impuesto correspondiente a las

adquisiciones intracomunitarias de bienes.

En cuanto a la gestión�del�IVA, cuando el sujeto pasivo deba tributar a am-

bas administraciones, el resultado de las liquidaciones se imputa a las admi-

nistraciones competentes en proporción al importe de las contraprestaciones,

excluido el IVA, correspondientes a las entregas de bienes y prestaciones de

servicios gravadas y las exentas con derecho a deducción que se hayan reali-

zado en los territorios respectivos durante cada año natural; se aplica provi-

sionalmente el porcentaje de cifra relativa del año anterior, porcentaje que se

regulariza en la última declaración anual, de acuerdo con la proporción defi-

nitiva del año en curso.

Las declaraciones-liquidaciones se presentarán a la administración a la que

corresponda su exacción, y en ellas deberán constar la proporción aplicable

y las cuotas resultantes. Del mismo modo, las devoluciones corresponden a

cada administración en la parte proporcional que corresponda.

En la siguiente tabla se exponen los criterios previstos en la Ley 12/2002 para

determinar la normativa aplicable y las competencias inspectora, de exacción

y de gestión en el IVA.

Volumen ejer-
cicio anterior

Cifra re-
lativa

Domi-
cilio

Gestión Nor-
mativa

Exacción Inspección

< 10 millones No se tiene
en cuenta.

T. foral Dip. foral Estado Dip. foral Dip. foral

< 10 millones No se tiene
en cuenta.

T. co-
mún

AEAT Estado AEAT AEAT

> 10 millones >= 75% en
T. común.

T. foral AEAT y
dip. foral

Estado AEAT y dip. foral
en proporción

AEAT

> 10 millones >= 75% en
T. común.

T. co-
mún

AEAT y
dip. foral

Estado AEAT y dip. foral
en proporción

AEAT

> 10 millones < 75% en T.
común.

T. foral AEAT y
dip. foral

Estado AEAT y dip. foral
en proporción

Dip. foral

> 10 millones < 75% en T.
común.

T. co-
mún

AEAT y
dip. foral

Estado AEAT y dip. foral
en proporción

AEAT
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Volumen ejer-
cicio anterior

Cifra re-
lativa

Domi-
cilio

Gestión Nor-
mativa

Exacción Inspección

> 10 millones 100% en T.
foral.

Indife-
rente

Dip. foral Estado Dip. foral Dip. foral

> 10 millones 100% en T.
común

Indife-
rente

AEAT Estado AEAT AEAT

Ejemplo

A continuación se muestra un ejemplo de cómo se determinaría la normativa aplicable,
la competencia inspectora y de exacción y las competencias de gestión en el IVA.

La empresa Bilbo S. A., con domicilio fiscal en Bilbao, ha realizado en el 2009 entregas
de bienes por importe de ocho millones de euros. Estas operaciones se han localizado en
Burgos y Vizcaya, siendo el importe de las entregas de bienes en Burgos de dos millones
de euros y el importe de las entregas de bienes en Bilbao, de seis. Se sabe que en el 2008 se
realizaron operaciones por importe global de 8.500.000 euros, de las cuales las realizadas
en Burgos supusieron un porcentaje del 20% y las realizadas en Vizcaya, del 80%, en
ambos casos del total de las operaciones realizadas en dicho ejercicio.

El gerente de la entidad nos pregunta a qué Administración corresponde la competencia
inspectora en el 2009 y el 2010 y a cuál se ha de tributar en esos ejercicios por el IVA.
Se sabe que el importe de las operaciones en el 2010 ha sido de nueve millones euros,
siendo el importe de las entregas de bienes en Burgos de dos millones y el importe de las
entregas de bienes en Bilbao, de siete.

Solución

En primer lugar, procede determinar la competencia inspectora en el 2009 y en el 2010.
En este sentido, cabe indicar que en el 2008 se ha superado el umbral de tributación (siete
millones de euros), por lo que en principio se tendrá que tributar a la Administración del
Estado y a la Diputación Foral de Vizcaya. También en el 2009 se ha superado el umbral
de tributación, por lo que se tendrá que tributar a ambas administraciones.

Esta circunstancia hace que debamos tener en cuenta la proporción de volumen de ope-
raciones (cifra relativa) realizadas en Burgos y Vizcaya en el 2008 y el 2009 con respecto
al volumen total de operaciones realizadas en esos ejercicios.

En este sentido, como se indica en el enunciado, en el 2008 se han realizado operaciones
en territorio común en un porcentaje del 20% y en Vizcaya, del 80%, lo que determinará
la competencia inspectora de la Diputación Foral de Vizcaya sobre el IVA del 2009, al ser
la proporción del volumen de operaciones en el 2008 en territorio común inferior al 75%
del total de las operaciones realizadas.

Por otro lado, en el 2009 se han realizado operaciones en territorio común en un por-
centaje del 25% (2.000.000 / 8.000.000) y en Vizcaya, del 75% (6.000.000 / 8.000.000),
lo que determinará la competencia inspectora de la Diputación Foral de Vizcaya respecto
al IVA del 2010, al ser la proporción del volumen de operaciones en el 2009 en territorio
común inferior al 75% del total de las operaciones realizadas.

En cuanto a la determinación de la administración�a�la�que�hay�que�tributar�en�el
2009�y�el�2010 (es decir, la determinación de las competencias de exacción), se debe
tener en cuenta el porcentaje de volumen de operaciones del ejercicio en curso. Así, en
el 2009 corresponderá tributar a la AEAT en un porcentaje de un 25% y a la Diputación
Foral de Vizcaya, en un 75%. Por su parte, en el 2010 corresponderá tributar a la AEAT
en un 22,22% (2.000.000 / 9.000.000) y a la Diputación Foral de Vizcaya, en un 77,77%
(7.000.000 / 9.000.000).

Nota

Según la normativa vigente
hasta diciembre de 2017, el
volumen de operaciones a
considerar era de 7 millones
de euros.
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No obstante lo anterior, se aplicará provisionalmente durante el 2010 el porcentaje de
cifra relativa correspondiente al 2009 (25% a la AEAT y 75% a la Diputación Foral de
Vizcaya) y en la última declaración liquidación anual por IVA se tendrá que regularizar ese
porcentaje para reflejar el porcentaje definitivo anual (22,22% AEAT, 77,77% Diputación
Foral de Vizcaya).

Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos do-
cumentados

El impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documenta-

dos (ITP y AJD) es un tributo concertado de normativa autónoma, con excep-

ción de las operaciones societarias, letras de cambio y documentos que las su-

plan o realicen función de giro, que se rigen por la normativa común.

La competencia para la exacción corresponde a las diputaciones forales en los

siguientes casos, según el artículo 31 de la Ley 12/2002:

• Transmisiones�patrimoniales, si se refieren a inmuebles, cuando estos ra-

diquen en su territorio; cuando se refieran a muebles, semovientes y crédi-

tos, cuando el adquirente tenga su residencia o domicilio en el País Vasco,

salvo excepciones (por ejemplo, en la transmisión de valores se atiende al

lugar de formalización de la operación); en la constitución de préstamos

simples, fianzas, arrendamientos no inmobiliarios y pensiones, en función

de la residencia o domicilio del prestatario, afianzado o pensionista; en

caso de préstamos con garantía real, cuando los inmuebles hipotecados

radiquen en territorio vasco o sean inscribibles en este las garantías; en las

concesiones administrativas de bienes, cuando estos radiquen en el País

Vasco y en las ejecuciones de obras o explotaciones de servicios, cuando

se ejecuten o presten en el País Vasco.

• Operaciones�societarias, cuando la entidad tenga en el País Vasco su do-

micilio fiscal, con carácter general.

• Actos�jurídicos�documentados, si se trata de escrituras, actas y testimo-

nios notariales, cuando se otorguen en territorio vasco. No obstante, la

cuota gradual de AJD es exigida por las diputaciones forales cuando radi-

que en territorio vasco el registro en el que deba procederse a la anotación

o inscripción de los bienes o actos; en las letras de cambio, pagarés, bonos

y análogos, cuando su libramiento tenga lugar en el País Vasco; en las ano-

taciones preventivas, cuando se practiquen en los registros públicos sitos

en el País Vasco.

Impuestos sobre las primas de seguros

La exacción de esta figura tributaria corresponde a las diputaciones forales

cuando la localización del riesgo o del compromiso se produzca en territorio

vasco.
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Las normas sustantivas y formales aplicables son las mismas que rigen en el

Estado, aunque las diputaciones forales tienen competencias en lo referente a

modelos y plazos de declaración.

Impuestos especiales

Los impuestos especiales (II. EE.) son tributos concertados en cuya exacción

las diputaciones forales deben aplicar las mismas normas sustantivas y forma-

les que las establecidas en cada momento por el Estado, correspondiendo a las

diputaciones forales la aprobación de los modelos de declaración e ingreso y

los plazos de ingreso, que no pueden diferir sustancialmente de los estableci-

dos por el Estado.

En cuanto al impuesto�especial�sobre�determinados�medios�de�transporte,

hay que señalar que este impuesto especial es exigido por las diputaciones fo-

rales cuando los medios de transporte sean objeto de matriculación definitiva

en territorio vasco; pueden incrementar los tipos de gravamen hasta un má-

ximo del 15% con respecto a los establecidos por el Estado en cada momento.

Otros impuestos indirectos

Los demás impuestos indirectos se regirán por los mismos principios básicos,

normas sustantivas, hechos imponibles, exenciones, devengos, bases, tipos de

gravamen, tarifas y deducciones que los establecidos en cada momento por

el Estado.

2.2.6. Otros tributos

Dentro de este apartado se incluyen los tributos sobre el juego y los impuestos

locales:

1)�Tributos�sobre�el�juego. Los tributos sobre el juego son tributos concertados

de normativa autónoma, salvo en lo referente al hecho imponible y al sujeto

pasivo, que se regulan por la normativa del Estado.

2)�Impuestos�locales. La regulación de las disposiciones en materia de hacien-

das locales corresponde a las instituciones competentes en los territorios his-

tóricos, en los términos establecidos en el concierto.

El sistema de imposición local vasco coincide básicamente con el estatal. El

concierto recoge expresamente los tres impuestos locales obligatorios (IBI, IAE

e IVTM) y permite que los territorios históricos puedan mantener, establecer

y regular, dentro de su territorio, el régimen tributario de los demás tributos

propios de las entidades locales, respetando determinadas normas y principios

armonizadores, así como la estructura y principios establecidos en el régimen

común.

Exacción de los tributos
sobre el juego

Son competentes las dipu-
taciones forales para la exac-
ción de los tributos sobre el
juego si se autorizan o cele-
bran en su territorio.
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2.3. Comunidad Foral de Navarra

2.3.1. Normativa básica

La normativa básica aplicable en esta materia se contiene en la Ley 28/1990, de

26 de diciembre, por la que se aprueba el convenio económico entre el Estado

y la Comunidad Foral de Navarra, que fue modificado por la Ley 25/2003, de

15 de Julio, por la Ley 48/2007, de 19 de diciembre, y por la Ley 14/2015, de

24 de junio.

2.3.2. Competencias de Navarra y del Estado y residencia fiscal

Al igual que en el País Vasco, el régimen foral vigente en Navarra tiene su

fundamento jurídico en la disposición adicional primera de la Constitución.

En este sentido el artículo 1.º de la Ley 29/1990 señala que la Comunidad Foral

de Navarra tiene la potestad para mantener, establecer y regular su propio ré-

gimen tributario. No obstante, en el ejercicio de tal potestad tributaria, deberá

respetar, según dispone el artículo 2.º, los criterios de armonización previstos

en el Convenio, las competencias exclusivas del Estado, el principio de soli-

daridad y las instituciones, facultades y competencias del Estado inherentes a

la unidad constitucional.

En lo relativo a las competencias exclusivas del Estado (artículo 3.º), los princi-

pios de coordinación (artículo 5.º) y los criterios generales de armonización (ar-

tículo 7.º), se aplican las mismas normas que las señaladas en la Ley 12/2002,

de Concierto Económico.

Por otra parte, en cuanto a la residencia fiscal y domicilio fiscal en Navarra,

en el artículo 8.º también se contienen normas similares a las señaladas en la

Ley 12/2002, de Concierto Económico.

2.4. Normas del convenio sobre imposición directa e indirecta.

Otros tributos

Al igual que en el concierto económico, el convenio con Navarra contienen

normas relativas a los impuestos directos, indirectos y a otros tributos.

En cuanto a la imposición�directa, cabe citar en primer lugar el impuesto�so-

bre�la�renta�de�las�personas�físicas, cuya exacción corresponde a la Comuni-

dad Foral cuando los sujetos pasivos tengan su residencia habitual en Navarra,

en los casos de tributación por obligación personal.
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En los casos de tributación por obligación real, es decir, cuando se trate de su-

jetos pasivos no residentes en España, la exacción corresponderá a la Comu-

nidad Foral por las rentas obtenidas en territorio navarro.

En el caso de tributación conjunta, si los miembros de una unidad familiar tie-

nen su residencia en territorios distintos y optan por la tributación conjunta,

será competente la Comunidad Foral cuando resida en su territorio el miem-

bro de dicha unidad con mayor base liquidable.

En cuanto a las retenciones�e�ingresos�a�cuenta�del�IRPF, la Comunidad Foral

no está obligada, a diferencia del País Vasco, a aplicar los tipos del Estado, ya

que nunca ha tenido esta limitación.

Al igual que en el País Vasco, el convenio, en sus artículos 10 al 14 y 30, esta-

blece los puntos de conexión que determinan la administración competente

para exigir las retenciones e ingresos a cuenta relativos a rendimientos del tra-

bajo, rendimientos de actividades empresariales y profesionales, rendimientos

del capital mobiliario, determinadas ganancias patrimoniales y retenciones a

no residentes.

Como en el concierto económico, el convenio, en su artículo 16, también con-

tiene la regla de que las retenciones, pagos fraccionados e ingresos a cuenta

efectuados en un territorio u otro tendrán validez a efectos del IRPF del per-

ceptor, sin que ello implique, para el caso de que se hubiesen ingresado en

una administración no competente, la renuncia de la otra administración a la

percepción de la cantidad sobre la que tuviera derecho.

En cuanto al impuesto�sobre�el�patrimonio, el artículo 17 de la Ley 29/1990

señala que la exacción de este impuesto corresponde a la Comunidad Foral

en los mismos supuestos en los que sea competente para la exacción del IRPF,

con independencia del lugar donde radiquen los bienes o puedan ejercitarse

los derechos.

En los casos de sujetos pasivos no residentes que tributen por obligación real

de contribuir, la exacción corresponderá a la Comunidad Foral cuando la to-

talidad de los bienes y derechos radiquen en territorio navarro.

Respecto al impuesto�sobre�sociedades, hay que señalar que los artículos 18

a 27 de la Ley 19/1990 contienen una regulación similar a la contenida en la

Ley 12/2002, de Concierto Económico.

Por último, en materia de impuesto�sobre�sucesiones�y�donaciones, resulta

aplicable con carácter general lo señalado respecto a los territorios históricos

del País Vasco en cuanto a la exacción, incluidos los casos de obligación real

de contribuir.
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En cuanto a la imposición�indirecta, en primer lugar hay que citar el im-

puesto�sobre�el�valor�añadido, en el que se aplican las mismas normas que

las señaladas para el País Vasco en cuanto a las competencias inspectoras, de

gestión y exacción.

También en el convenio se indica que la Comunidad Foral aplicará los mismos

principios básicos, normas sustantivas y formales vigentes en cada momento

en el territorio del Estado. No obstante, también podrá aprobar los modelos

de declaración e ingreso, que deben contener, al menos, los mismos datos

que los del territorio común y señalar plazos de ingreso que no deben diferir

sustancialmente de los establecidos por el Estado.

Por lo que se refiere a los puntos de conexión, en el artículo 33 del convenio

se siguen los mismos criterios que los establecidos para el impuesto sobre so-

ciedades en el artículo 21 de la misma norma.

En cuanto al impuesto�sobre�transmisiones�patrimoniales�y�actos�jurídicos

documentados, el artículo 38 de la Ley 19/1990 regula los puntos de cone-

xión que determinan la administración a la que corresponde la exacción del

impuesto. Se establece además que se someterán a igual tributación que la pre-

vista en territorio común las transmisiones de acciones, derechos de suscrip-

ción, obligaciones y títulos análogos y demás valores, así como de participa-

ciones sociales, cuando la operación se formalice en Navarra, y las operaciones

societarias.

Respecto a los impuestos�especiales, hay que señalar que corresponde a la

Comunidad Foral la exacción de los II. EE. de fabricación, incluido el impues-

to especial sobre el alcohol y bebidas derivadas que, antes de la reforma del

convenio, ya era un tributo convenido.

Por otra parte, en la exacción de los impuestos especiales que correspondan

a la Comunidad Foral, esta aplicará los mismos principios básicos, normas

sustantivas y formales vigentes en cada momento que en territorio del Estado.

No obstante, la Comunidad Foral podrá aprobar los modelos de declaración

e ingreso, que contendrán, al menos, los mismos datos que los del Territorio

Común, y señalar plazos de ingreso para cada período de liquidación, que no

diferirán sustancialmente de los establecidos por la Administración del Estado.

En cuanto al impuesto� sobre� las�primas�de� seguros, hay que indicar que

se regirá por las mismas normas sustantivas y formales que las establecidas

en cada momento por el Estado, aunque la Comunidad Foral podrá aprobar

los modelos de declaración e ingreso, que contendrán, al menos, los mismos

datos que los de territorio común, y podrá señalar plazos de ingreso para cada

periodo de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos

por el Estado.

Impuesto sobre las primas
de seguros

La exacción del impuesto so-
bre las primas de seguros co-
rresponde a la Comunidad Fo-
ral cuando la localización del
riesgo o del compromiso se
produzca en territorio navarro.
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Para finalizar, se ha de destacar que el convenio también contiene normas

sobre otros�tributos, tales como los tributos sobre el juego (artículo 40), los

impuestos locales (artículos 48 a 50) o las tasas (artículo 41).
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3. Fiscalidad de las haciendas locales

3.1. Introducción

En el diario El País, en su edición digital del 29/11/2011, leemos la siguiente noticia: “La
Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP) que agrupa al 91% de los 8.114
ayuntamientos, ha instado hoy al nuevo jefe del Ejecutivo a sacar adelante la nueva ley
de financiación local para solucionar la asfixia financiera que atenaza a un tercio de los
consistorios”.

Al leer noticias como la que transcribimos, podemos preguntarnos cómo pue-

den afrontar los ayuntamientos y diputaciones los elevados gastos que origi-

nan los diferentes programas de gasto que gestionan, como por ejemplo los

programas de ocupación para jóvenes desempleados. Esta es una pregunta que

tiene una gran actualidad en el contexto de crisis económica y financiera en

el que vivimos.

No es fácil dar una respuesta a este interrogante, dado que la financiación de

las entidades locales es uno de los asuntos sobre los que más se ha escrito y

debatido en los últimos tiempos. En efecto, existe una gran presión social a

favor del gasto público y crecientes dificultades para incrementar los ingresos

de las administraciones locales debido, en gran medida, a la rigidez de los ins-

trumentos de financiación con los que cuentan. Surgen por ello grandes ten-

siones entre los recursos disponibles y esas crecientes necesidades financieras.

Por otro lado, las entidades locales deben afrontar otros retos, como son la

adecuada coordinación con las restantes administraciones públicas, la correc-

ta definición de sus competencias, el fomento del empleo en su término mu-

nicipal y la programación de sus acciones a medio y largo plazo, retos que

exigen una respuesta financiera clara y precisa.

En definitiva, el objetivo final de los entes locales es disponer de un

sistema estable y duradero para la financiación de la administración

local que garantice el principio de suficiencia financiera reconocido en

la Constitución.

3.1.1. Normativa aplicable

La normativa aplicable en esta materia se compone básicamente de las siguien-

tes normas:
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• En primer lugar, tenemos la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las

Bases del Régimen Local (LRBRL) y el Real Decreto Legislativo 2/2004, de

5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora

de las Haciendas Locales (TRLRHL).

• Asimismo es aplicable en materia local la Ley, 58/2003 de 27 de diciembre,

General Tributaria (LGT).

• Del mismo modo, se han de tener en cuenta las leyes anuales de presu-

puestos, tanto las del Estado como las de las respectivas comunidades au-

tónomas (CA), los estatutos de autonomía, que pueden contener normas

relativas a la financiación de las comunidades autónomas, así como algu-

nas normas específicas dictadas por los parlamentos autonómicos.

3.1.2. Potestad tributaria de las entidades locales. Autonomía y

suficiencia financiera

Antes que nada, debemos indicar que la potestad�tributaria es aquella

potestad de establecer y exigir tributos.

Artículo 133 CE

“La potestad originaria para establecer tributos corresponde exclusivamente al Estado
mediante Ley. Las Comunidades Autónomas y las Corporaciones locales podrán estable-
cer y exigir tributos de acuerdo con la Constitución y las Leyes”.

Por tanto, este precepto constitucional contiene un principio de distribución

de la potestad tributaria entre los diferentes entes territoriales de acuerdo con

el siguiente esquema:

• La potestad�originaria para establecer tributos corresponde al Estado me-

diante ley (principio de legalidad en materia tributaria).

• Las entidades locales podrán establecer y exigir tributos, de acuerdo con la

Constitución y las leyes. Por tanto, la potestad tributaria de las entidades

locales y de las comunidades autónomas es una potestad�derivada, pues

deriva del Estado y de la regulación que de ella se ha hecho por Ley.

La potestad tributaria de las entidades locales para establecer y exigir tributos

se ejerce mediante las correspondientes ordenanzas fiscales, que se aprueban

en la forma y con las condiciones que fija la ley (TRLRHL). El ejercicio de

esta potestad es una manifestación de la autonomía�financiera de los entes

locales, que se traduce en la capacidad de las entidades locales para gobernar

sus respectivas haciendas.

Ejemplo catalán

En el caso de la comunidad
autónoma de Cataluña, por
ejemplo, como norma específi-
ca dictada por el Parlament se
encuentra el Decreto Legislati-
vo 2/2003, de 28 de abril, que
aprueba el Texto Refundido de
la Ley Municipal y de Régimen
Local de Cataluña.
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Para garantizar esta autonomía financiera, la Constitución reconoce el

principio de suficiencia en el artículo 142 de la CE, según el cual las

haciendas locales tendrán que disponer de los medios suficientes para

el desarrollo de las funciones que la ley atribuye a las entidades locales

respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de la

participación en los tributos del Estado y de las CC. AA.

Así, en el caso de los municipios, estos podrán disponer de ingresos tributarios

derivados de tributos propios (los que establezcan y exijan en función de sus

necesidades), así como de ingresos que le trasfieran el Estado y las CC. AA. de

sus respectivos tributos.

Por último, los tributos que establezcan las entidades locales tendrán que res-

petar los principios de territorialidad y de libre circulación y residencia (artícu-

lo 6 TRLRHL):

a) No podrán gravar bienes situados, actividades desarrolladas, rendimientos

originados ni gastos realizados fuera del territorio de la entidad local. Por ello

solo pueden gravar los bienes que se sitúen, presten, nazcan o se realicen den-

tro de su territorio, con independencia de la vecindad del sujeto pasivo.

b) No pueden gravar negocios, actos o hechos celebrados o realizados fuera

del territorio de la entidad local, ni el ejercicio o la transmisión de bienes,

derechos u obligaciones que no hayan nacido ni tengan que cumplirse en este

territorio.

c) No pueden implicar ningún obstáculo para la libre circulación de personas,

bienes, servicios o capitales ni afectar decisivamente a la fijación de la residen-

cia de las personas o la ubicación de empresas y capitales dentro del territorio

español.

3.1.3. Delegación de funciones en materia fiscal y financiera de

los entes locales

Las funciones de gestión, liquidación, inspección y recaudación, tanto

de tributos como del resto de sus ingresos de derecho público, las puede

ejercer la misma entidad local, o bien esta las puede delegar en la res-

pectiva CA o en otra entidad local de ámbito superior en cuyo territorio

esté integrada la de ámbito inferior (como las diputaciones provincia-

les), según indica el artículo 7 del TRLRHL.

Ejemplo de delegación de
competencias

Como ejemplo de la delega-
ción de competencias, pode-
mos citar el Organismo de
Gestión Tributaria de la Dipu-
tación de Barcelona, que lle-
va a cabo la gestión y recau-
dación de los ingresos de de-
recho público de trescientos
ocho municipios de la provin-
cia de Barcelona.
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El acuerdo de delegación tendrá que ser adoptado por el pleno de la entidad

local, aceptado por el pleno o máximo órgano colegiado de gobierno del ente

delegado (gestor) y finalmente publicado en el BOP o DOGC, según el caso,

para general conocimiento.

Por tanto, las fases de esta delegación son:

• aprobación,

• aceptación, y

• publicación.

Las funciones se ejercerán conforme al TRLRHL, la LGT supletoriamente y las

normas internas del ente delegado o gestor sobre distribución de competen-

cias.

Al ser la delegación a favor de una entidad superior, los actos dictados fruto de

esta delegación seguirán el régimen de recursos del ente delegado (gestor) y, en

último término, podrán ser impugnados en vía contenciosa administrativa.

3.1.4. Las ordenanzas fiscales

Las ordenanzas fiscales se pueden definir como las normas que establece

cada municipio y que regulan las tasas y tributos municipales.

Entre las tasas y tributos municipales, podemos considerar el impuesto de bie-

nes inmuebles, el impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos de na-

turaleza urbana (la plusvalía municipal), el impuesto sobre vehículos de trac-

ción mecánica (el impuesto de circulación), el impuesto sobre construcciones,

instalaciones y obras y el impuesto de actividades económicas.

Enlace de interés

En la página web del Institut Municipal d’Hisenda de Barcelona, encontramos los docu-
mentos electrónicos relativos a la ordenanza fiscal general vigente y a las ordenanzas fis-
cales vigentes reguladoras del impuesto sobre bienes inmuebles, impuesto sobre vehícu-
los de tracción mecánica, impuesto sobre incremento de valor de los terrenos de natura-
leza urbana, impuesto de actividades económicas e impuesto sobre construcciones, ins-
talaciones y obras.

Por tanto, cada tributo requiere una ordenanza en la que se determine quién

debe pagar, el concepto por el cual debe pagar, las bases que sirven para calcu-

lar la cuantía del impuesto y la tarifa o porcentaje que debe aplicarse. Además,

estas ordenanzas especifican los casos especiales que pueden dar lugar a exen-

ciones o bonificaciones que los ayuntamientos pueden aplicar en la cuota del

impuesto.

http://www.bcn.cat/hisenda/es/informacio_normativa_fiscals_2012.html
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Tipos de ordenanzas fiscales

Podemos destacar los siguientes tipos de ordenanzas fiscales:

1)�Ordenanza�fiscal�general. Contiene las normas generales que regulan los

procedimientos tributarios en el ámbito local (gestión, comprobación e inves-

tigación, recaudación, sanción y revisión), adaptando la normativa estatal a

las especificidades de su organización y funcionamiento.

Las entidades locales pueden dictar estas ordenanzas para el conjunto de sus

ingresos de derecho público (tributos, multas, precios públicos, etc.), o bien

dictar ordenanzas generales para cada tipo de ingreso (una ordenanza fiscal

general para impuestos, otra para contribuciones especiales, etc.).

2)�Ordenanzas�fiscales�propias�de�cada�tributo. Contienen los elementos

identificadores y cuantificadores de cada tributo y su régimen de declaración

e ingreso, según los criterios y parámetros que fija la legislación estatal de

cobertura, es decir, el TRLRHL.

Procedimiento de aprobación

El artículo 17 del TRLRHL señala que el procedimiento de aprobación de las

ordenanzas fiscales seguirá las siguientes fases:

1)�Redacción�de�la�propuesta�de�ordenanza�fiscal: la encomienda el órgano

competente para su aprobación (el pleno) a un órgano técnico. Una vez ela-

borada la propuesta, se someterá al dictamen de la comisión informativa u ór-

gano correspondiente, que elevará la propuesta del texto definitivo de la orde-

nanza al pleno. Si se trata de municipios de gran población, antes de elevarse

al pleno deberá ser aprobada por la junta de gobierno local.

2)�Aprobación�provisional: es aprobada por el Pleno de la entidad local y sin

un quórum específico.

3)�Apertura�de�un�periodo�de�información�pública�y�audiencia�de�los�in-

teresados: el plazo mínimo es de treinta días. El anuncio de la exposición de-

berá publicarse en el boletín oficial de la provincia y, además, en uno de los

diarios de mayor difusión de la provincia si la población del municipio es su-

perior a los diez mil habitantes.

4)�Resolución�de�las�reclamaciones�y�aprobación�definitiva: finalizado el

período de exposición, las corporaciones locales adoptarán el acuerdo defini-

tivo que proceda. En el caso de que no se hubieran presentado reclamaciones,

se entenderá definitivamente adoptado el acuerdo provisional sin necesidad

de celebrar un nuevo pleno. Si se han presentado, hará falta un acuerdo expre-

Calendario de las
ordenanzas fiscales

Cualquier ordenanza fiscal
(tanto general como específi-
ca) tiene que especificar la fe-
cha de su aprobación y la fe-
cha de inicio de su aplicación
(artículo 16.2 TRLRHL).
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so (también por mayoría absoluta) de aprobación definitiva de la ordenanza

fiscal, en el que también se resuelvan expresamente las alegaciones y reclama-

ciones presentadas.

5)�Publicación: todos los acuerdos (provisionales y definitivos) deben ser pu-

blicados en el boletín oficial de la provincia y no podrán entrar en vigor hasta

que se produzca dicha publicación. Las diputaciones y demás entidades loca-

les de población superior a los veinte mil habitantes editarán el texto íntegro

de las ordenanzas reguladoras de sus tributos dentro del primer cuatrimestre

del ejercicio económico correspondiente.

6)�Entrada�en�vigor: la ordenanza fiscal entrará en vigor cuando se verifique

esta publicación oficial íntegra.

7)�Consulta: las entidades locales deben expedir copias de las ordenanzas fis-

cales a quienes lo soliciten.

3.2. Los ingresos de las haciendas locales

En el diario El País, en su edición digital del 30/12/2011, leemos la siguiente noticia: “Los
municipios ingresarán 918 millones más con la subida del IBI. El incremento medio para
los afectados será de unos 37 euros”.

En el titular de la noticia se hace referencia a la reciente subida del tipo im-

positivo del IBI para aliviar la delicada situación financiera de las entidades

locales. Pero no solo los tributos son uno de los posibles ingresos que pueden

formar parte de los recursos económicos locales.

Así, el TRLRHL establece los diferentes recursos de que pueden disponer las

haciendas locales. Primero los fija de manera general en su artículo 2 y, poste-

riormente, fija para cada entidad local sus principales fuentes de ingreso.

El caso catalán

En el caso particular de los entes locales catalanes, la referencia a sus recursos financie-
ros se encuentra en el Decreto Legislativo 2/2003, de 28 de abril, que aprueba el Texto
Refundido de la Ley Municipal y de Régimen Local de Cataluña, concretamente en su
título XVIII (“De las finanzas locales”, artículos 195 a 198).

Según esta norma, es la Generalitat de Catalunya la encargada de regular las finanzas
de los entes locales de Cataluña en el marco de lo que establece la legislación básica del
Estado. Sin embargo, esta financiación debe tener en cuenta las características específicas
de la organización territorial de Cataluña que resultan del ejercicio por el Parlamento
catalán y de las potestades legislativas reconocidas en el Estatuto de autonomía y que se
concretan en este texto refundido.

Por su parte, según el artículo 217 del Estatuto de autonomía de Cataluña, la Generalitat
vela por el cumplimiento de los principios de suficiencia de recursos, equidad, autono-
mía y responsabilidad fiscal de los entes locales. Por este motivo, la Generalitat tiene
competencia en materia de financiación local, en el marco de la Constitución Española
y de la normativa del Estado. Esta competencia puede incluir la capacidad legislativa de
establecer y regular tributos locales, así como de fijar los criterios de distribución de las
participaciones a cargo de los presupuestos de la Generalitat. Además, corresponde a la
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Generalitat el ejercicio de la tutela financiera sobre los entes locales, respetando su auto-
nomía reconocida en la Constitución.

En desarrollo del principio de suficiencia financiera, el artículo 219 del Estatuto de auto-
nomía de Cataluña señala que la Generalitat tiene que establecer un fondo de coopera-
ción local destinado a los gobiernos locales. Este fondo se nutre de ingresos tributarios
de la Generalitat y se regulará por ley del Parlament.

Además, la Generalitat puede establecer programas de colaboración financiera específica
para materias concretas.

3.2.1. Los recursos económicos en general

Los ingresos de las haciendas locales se pueden clasificar desde el punto

de vista de su naturaleza. En este sentido, nos encontramos con ingresos

de derecho público e ingresos de derecho privado.

Ingresos de derecho público

Entre los ingresos de derecho público, podemos destacar:

1)�Tributos�propios (impuestos, tasas y contribuciones especiales) y recargos

sobre�impuestos de la respectiva CA u otras entidades locales. El TRLRHL pre-

vé dos recargos1 sobre impuestos locales:

• Recargo sobre el IBI a favor de las áreas metropolitanas (máximo de un

0,2% de la base).

• Recargo sobre el IAE a favor de las provincias (máximo de un 40% de la

cuota municipal ponderada).

2)�Participaciones�en�los�tributos�del�Estado�y�de�las�CC.�AA. Las leyes de

presupuestos del Estado y de las CC. AA. fijan una cantidad global para desti-

nar a las entidades locales, que será distribuida entre ellas atendiendo a crite-

rios varios (población, superficie, esfuerzo fiscal, etc.).

3)�Subvenciones. Tienen carácter finalista y no se pueden destinar a una fina-

lidad diferente a aquella para la cual hayan sido concedidas, salvo los sobran-

tes no reintegrables.

4)�Precios�públicos. Se exigen por la prestación de servicios o la realización de

actividades de competencia local, siempre que concurran estos dos requisitos:

• que los servicios o actividades sean de solicitud o recepción voluntaria por

parte de los administrados, y

• que sean prestados o realizados por el sector privado.

(1)Fuera de estos dos supuestos, los
otros posibles recargos los deter-
minarán las leyes de las CA.
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Estas dos notas son las que diferencian los precios públicos de las tasas, dado

que los servicios respecto a los que se exigen las tasas son de solicitud o re-

cepción obligatoria por los administrados y no existe concurrencia del sector

privado en su prestación.

5)�El�producto�de�las�operaciones�de�crédito. Dentro de este apartado pode-

mos incluir el producto de préstamos, créditos, emisión deuda pública, etc.

Tratándose de operaciones a corto o largo plazo y del tipo de entidad que re-

curre a este crédito, se exigirán unos requisitos u otros (presentación de garan-

tías, avales, etc.), e incluso autorizaciones previas de otras administraciones.

6)�El�producto�de�multas�y�sanciones�dentro�del�ámbito�de�sus�competen-

cias. Se trata de sanciones económicas, multas coercitivas, penalizaciones, etc.

7)�Demás�prestaciones�de�derecho�público. Un ejemplo de ellas serían las

prestaciones personales y de transporte, en municipios con población de de-

recho no superior a cinco mil habitantes.

Para la cobranza de los tributos y de las cantidades que, como ingresos de

derecho público (tales como prestaciones patrimoniales de carácter público no

tributarias, precios públicos y multas y sanciones pecuniarias), debe percibir

la hacienda de las entidades locales, de conformidad con lo previsto en el

subapartado anterior, dicha hacienda ostentará las prerrogativas establecidas

legalmente para la Hacienda del Estado y actuará, en su caso, conforme a los

procedimientos administrativos correspondientes.

Ingresos de derecho privado

Constituyen ingresos de derecho privado de las entidades locales los

rendimientos o productos de cualquier naturaleza derivados de su pa-

trimonio, así como las adquisiciones a título de herencia, legado o do-

nación.

De acuerdo con ello, se considera patrimonio de las entidades locales el cons-

tituido por los bienes de su propiedad, así como por los derechos reales o per-

sonales de que sean titulares, susceptibles de valoración económica, siempre

que unos y otros no se hallen afectos al uso o servicio público.

En ningún caso tendrán la consideración de ingresos de derecho privado los

que procedan, por cualquier concepto, de los bienes de dominio público local.

Tendrán también la consideración de ingresos de derecho privado el importe

obtenido en la enajenación de bienes integrantes del patrimonio de las enti-

dades locales como consecuencia de su desafectación como bienes de dominio

público y posterior venta, aunque hasta entonces estuvieran sujetos a conce-

sión administrativa. En tales casos, salvo que la legislación de desarrollo de
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las CC. AA. prevea otra cosa, quien fuera el último concesionario antes de la

desafectación tendrá derecho preferente de adquisición directa de los bienes

sin necesidad de subasta pública.

La efectividad de los derechos de la hacienda local de naturaleza privada se

llevará a cabo con sujeción a las normas y procedimientos del derecho privado.

Los ingresos procedentes de la enajenación o gravamen de bienes y derechos

que tengan la consideración de patrimoniales no podrán destinarse a la finan-

ciación de gastos corrientes, salvo que se trate de parcelas sobrantes de vías

públicas no edificables o de efectos no utilizables en servicios municipales o

provinciales.

3.2.2. Recursos específicos de cada entidad local

Cada entidad local dispone de recursos específicos. Veámoslos a continuación.

Recursos de los municipios

Los municipios cuentan con los recursos enumerados en el artículo 59 del

TRLRHL con las siguientes especialidades:

1)� Tienen� que� exigir� siempre� tres� impuestos: impuesto sobre bienes in-

muebles (IBI), impuesto sobre actividades económicas (IAE) e impuesto sobre

vehículos de tracción mecánica (IVTM).

Estos tres impuestos son de carácter obligatorio y se exigen mediante acuerdos

de ordenación, que contienen la fijación de los elementos de cálculo de la

cuota, y aprobación de la correspondiente ordenanza fiscal.

También podrán exigir otros dos impuestos de carácter potestativo: el impues-

to sobre construcciones, instalaciones y obras (ICIO) y el impuesto sobre in-

cremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana (IIVTNU), mediante

acuerdos de imposición y de ordenación (acuerdos para hacerlos vigentes en

el municipio) y aprobación de la correspondiente ordenanza fiscal.

2)�Cesión�de�recaudación�de�impuestos�del�Estado. Se cede para municipios

de capitales de provincia o de CC. AA. o que tengan una población de derecho

igual o superior a 75.000 habitantes (artículo 111 del TRLRHL).

Se ceden los siguientes porcentajes sobre los rendimientos obtenidos por el

Estado que no hayan sido objeto de cesión a las CC. AA. en los siguientes

impuestos:

• 1,6875% de la cuota líquida del IRPF.
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• 1,7897 de la recaudación líquida del IVA imputable a cada municipio.

• 2,0454% de la recaudación líquida imputable a cada municipio de los IE de

la cerveza, IE vino y bebidas fermentadas, IE sobre productos intermedios,

IE sobre hidrocarburos e IE sobre labores de tabaco.

3)�Participación�en�los�tributos�del�Estado. Cada año la LPGE fija la cantidad

total y la fórmula de distribución a los municipios de su participación en los

tributos del Estado. Se introducen normas especiales para la participación de

los municipios del País Vasco, Navarra e islas Baleares.

Se establecen dos modelos de participación diferentes según el volumen de

población de los municipios:

• Municipios que sean capitales de provincia o de comunidad autónoma o

que tengan una población de derecho igual o superior a 75.000 habitantes

(artículo 111 del TRLRHL).

• Resto de los municipios (artículo 122 del TRLRHL).

Para los municipios del artículo 111 del TRLRHL se establece como participa-

ción un porcentaje del Fondo Complementario de Financiación (arts. 118 y

sig. del TRLRHL).

Para el resto de los municipios, la participación en los tributos del Estado se

distribuirá de acuerdo con los criterios siguientes:

• el 75%, en función de la población de derecho del municipio, ponderado

con determinados coeficientes multiplicadores;

• el 12,5%, en función del esfuerzo fiscal medio de cada municipio obtenido

en el segundo ejercicio anterior al de la LPGE correspondiente, ponderado

por medio del número de habitantes de derecho;

• el 12,5%, en función del inverso de la capacidad tributaria en los términos

que establezcan la LPGE.

4)�Participación�en�los�tributos�de�las�comunidades�autónomas. En el caso

de la Generalitat de Catalunya, la Ley Anual de Presupuestos de la Generalitat

establece diferentes conceptos que integran el llamado Fondo de Cooperación

Local de Cataluña, y determina, por un lado, la participación en los ingresos

de la Generalitat del municipio de Barcelona y, por otro, los criterios de distri-

bución de la cantidad que se indica entre el resto de los municipios de dicha

comunidad.
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Con estos criterios y utilizando los datos de población y de la estructura de

los núcleos de población, según datos del padrón, se efectúa el reparto de los

ingresos de la Generalitat entre los municipios catalanes.

Además, la Generalitat puede establecer programas de colaboración financiera

específica para materias concretas.

5)�Prestaciones�personales�y�de�trasporte. Los ayuntamientos con población

de derecho no superior a cinco mil habitantes podrán imponer prestaciones

personales y de transporte para la realización de obras de la competencia mu-

nicipal o que hayan sido cedidas o transferidas por otras entidades públicas

(arts. 128. 129 y 130 del TRLRHL).

Recursos de las provincias

Las entidades provinciales disponen de los recursos enumerados en los artícu-

los 134 y siguientes del TRLRHL con las siguientes especificidades:

1)�No�disponen�de�impuestos�propios. No obstante, podrán establecer un

recargo sobre la cuota municipal ponderada del IAE (máximo del 40%), ade-

más de los otros posibles recargos que puedan establecer a su favor las leyes

de las CC. AA.

2)�Cesión�de�parte�de�la�recaudación�de�impuestos�del�Estado. Se cede a las

provincias incluidas en el artículo 135 del TRLRHL2 un porcentaje sobre los

rendimientos obtenidos por el Estado en los siguientes impuestos, que no han

sido objeto de cesión a las CC. AA.:

• 0,9936% de la cuota líquida del IRPF;

• 1,0538 de la recaudación líquida del IVA imputable a cada municipio, y

• 1,2044% de la recaudación líquida imputable en cada municipio de los

IE de la cerveza, IE del vino y bebidas fermentadas, IE sobre productos

intermedios, IE sobre hidrocarburos e IE sobre labores de tabaco.

3)�Participación�en�los�tributos�del�Estado. La LPGE fija cada año la cuantía

y la fórmula de distribución a las provincias.

Se establecen dos modelos de participación diferentes, uno si se trata de pro-

vincias a las que se hace referencia en el artículo 135 del TRLRHL y otro para

el resto de las provincias. Para las provincias del artículo 135 del TRLRHL, se

establece una participación en el llamado Fondo Complementario de Finan-

ciación (artículo 140 y siguientes del TRLRHL). Para el resto de las provincias,

la participación se calcula aplicando un índice de evolución a la participación

correspondiente al año base, según indica el artículo 146 del TRLRHL.

(2)Provincias que, a la entrada en
vigor de esta ley, no hubiesen inte-
grado su participación en tributos
del Estado como entidad análoga a
las provincias en la que les pudiere
corresponder, con arreglo a su na-
turaleza institucional como comu-
nidad autónoma.
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4)�Subvenciones. Entre las subvenciones, destacan las destinadas a financiar

los planes provinciales de cooperación en las obras y servicios municipales, así

como las participaciones en las apuestas mutuas deportivas del Estado.

5)�Precios�públicos. Las diputaciones provinciales podrán establecer y exigir

precios públicos por la prestación de servicios o la realización de actividades

de su competencia.

6)�Otros�recursos. Podrán disponer de recursos adicionales por la prestación

de servicios o la realización de actividades por delegación de la CA o de los

ayuntamientos.

Recursos de las entidades supramunicipales

Las entidades supramunicipales (áreas metropolitanas, mancomunidades, co-

marcas y consorcios de carácter local) podrán disponer de los recursos previs-

tos en el artículo 2 de la LRHL y los que fijen sus normas de creación.

Sus principales fuentes de ingreso son las siguientes:

1)�Áreas�metropolitanas:

• Recargo sobre la base imponible del IBI de los municipios situados en su

ámbito territorial, con un porcentaje máximo del 0,2%.

• Subvenciones finalistas por la prestación de sus servicios, con cargo a los

presupuestos generales del Estado o de la CA.

2)�Mancomunidades�y�demás�entidades�municipales�asociativas (por ejem-

plo, consorcios de carácter local):

• Contribuciones especiales por las obras o servicios que presten.

• Aportaciones de los municipios que las integren.

3)�Comarcas:

• No podrán exigir ninguno de los impuestos y recargos que prevé el

TRLRHL ni participar en los tributos del Estado.

• Dispondrán de los recursos que determinen las leyes de las CC. AA. que

las creen.

Básicamente, las fuentes más importantes de financiación serán:

• tasas, contribuciones especiales y precios públicos, y

• participación en los ingresos de la CA.

Presupuestos

Las leyes anuales de presu-
puestos indicarán la cantidad
total asignada, las áreas metro-
politanas perceptoras y la for-
ma de distribución.
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Recursos de las entidades de ámbito territorial inferior al muni-
cipio

Dispondrán de los recursos que, de entre los previstos para los municipios,

determinen las leyes de las CC. AA. a la hora de regular estas entidades. Incluso

podrán contar con prestaciones personales y de transporte, salvo cuando las

tuviera acordadas el ayuntamiento con carácter general.

No podrán disponer de impuestos propios ni de participaciones en los tributos

del Estado, pero sí en los de los municipios a los que pertenezcan.

3.3. Ingresos tributarios

3.3.1. Concepto y características

En la página web de la Associació de Promotors de Barcelona, aparece la siguiente noticia
a fecha de 8/01/2012: “Los impuestos locales quieren exprimir los últimos coletazos del
«boom» inmobiliario. Los ayuntamientos pueden dejar pronto de sacar provecho de la
vivienda. El boom inmobiliario, según los indicadores más recientes, ha iniciado la senda
de la ralentización, lo que pondría fin también a las fructíferas subidas de los impuestos
locales”.

Esta noticia pone de manifiesto la importancia que, como medio de financia-

ción, han tenido y siguen teniendo los impuestos locales, principalmente en

algunos sectores de gran relevancia económica, como es el inmobiliario.

Podemos afirmar que la principal fuente de ingresos para las haciendas

locales la constituyen los ingresos de carácter tributario, y en el caso

concreto de los municipios, los ingresos derivados de los impuestos lo-

cales, tanto obligatorios como potestativos.

La definición de lo que se entiende por impuesto se encuentra en la LGT, en

concreto en el artículo 26. En este artículo se indica que los impuestos son

los tributos exigidos sin contraprestación en los que el hecho imponible está

constituido por “negocios, actos o hechos de naturaleza jurídica o económica

que ponen de manifiesto la capacidad contributiva del sujeto pasivo, como

consecuencia de la posesión de un patrimonio, la circulación de bienes o la

adquisición o gasto de la renta”.

Por lo tanto:

a) Se exigen sin contraprestación. El hecho imponible del impuesto no con-

templa ningún servicio o actividad de la administración hacia el contribuyen-

te.

http://www.apcebcn.cat
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b) Su exigencia se fundamenta en la capacidad económica manifestada por el

sujeto pasivo a la hora de realizar el hecho imponible (tener un patrimonio,

circular bienes u obtener o gastar una renta).

c) En la regulación de sus elementos esenciales, rige el principio de reserva

de ley.

3.3.2. Impuestos locales

Como ha quedado expresado anteriormente, en el ámbito local los impuestos

solo corresponden a los municipios. Se distinguen entre:

• Impuestos�obligatorios. Se exigen en todos los municipios y están cons-

tituidos por el IBI, el IAE y el IVTM. Para su establecimiento no hace falta

acuerdo de imposición (porque ya están creados y son aplicables a todos

los municipios), sino únicamente la aprobación de los elementos de cálcu-

lo del impuesto y su respectiva ordenanza fiscal reguladora.

• Impuestos�potestativos. Se exigen en aquellos municipios que decidan

establecerlos según sus necesidades. Están constituidos por el ICIO y el

IIVTNU. Para su establecimiento hace falta un acuerdo de imposición y de

ordenación, así como la aprobación de la ordenanza fiscal que los regule.

En resumen, en el ámbito de los municipios, se distingue entre impues-

tos obligatorios (IBI, IAE e IVTM) e impuestos potestativos (IIVTNU e

ICIO).

Impuesto sobre bienes inmuebles

A continuación pasaremos a analizar los elementos estructurales del impuesto

sobre bienes inmuebles (IBI):

a)�Naturaleza�y�hecho�imponible�(artículo�61�del�TRLRHL). Se trata de un

tributo directo de carácter real cuyo hecho imponible esta constituido por:

• la propiedad de bienes inmuebles urbanos o rústicos,

• la titularidad de un derecho real de usufructo o superficie sobre esos bienes

inmuebles, y

• la concesión sobre tales bienes o sobre los servicios que les afectan.

b)�Sujeto�pasivo�(artículo�63�del�TRLRHL). Es la persona física, jurídica o en-

tidad sin personalidad jurídica susceptible de imposición (herencias yacentes,

comunidades de bienes, etc.) que sea:

Exenciones

El TRLRHL contempla varios su-
puestos de exención, como es
el caso de los inmuebles titu-
laridad de la Iglesia católica o
la titularidad de los montes co-
munales o en mano común.
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• propietaria plena del bien inmueble rústico o urbano,

• titular de un derecho real de usufructo o superficie sobre bienes inmuebles

rústicos y urbanos, y

• titular de una concesión sobre estos bienes o sobre los servicios que les

afecten.

c)�Base�imponible�y�liquidable�(arts.�65�y�66�del�TRLRHL).

La base imponible (BI) está constituida por el valor catastral de los bie-

nes inmuebles, que se determinará, notificará y será susceptible de im-

pugnación conforme a lo dispuesto en las normas reguladoras del ca-

tastro inmobiliario.

Este valor catastral incluye el suelo o terreno, y la construcción y su determi-

nación es competencia de la Dirección General del Catastro perteneciente a

la Administración del Estado.

Por otro lado, la base liquidable (BL) es el resultado de practicar en la

base imponible las reducciones previstas en la ley (arts. 67 a 70 del

TRLRHL).

Así, el artículo 67 del TRLRHL contempla una reducción para aquellos inmue-

bles cuyo valor catastral se incremente como consecuencia de procedimientos

de valoración colectiva de carácter general, en virtud de ponencias de valores

aprobadas con posterioridad al 1 de enero de 1987.

Esta reducción se aplica en un periodo de nueve años desde la entrada en

vigor de los nuevos valores catastrales y su cuantía es el resultado de aplicar

un coeficiente corrector (0,9 el primer año y reduciéndose en 0,1 hasta su

desaparición) a un componente individual calculado para cada inmueble (este

componente individual es la diferencia entre el nuevo valor catastral y la base

liquidable del año anterior a la entrada en vigor del nuevo valor catastral).

En estos procedimientos de valoración colectiva de carácter general, la base li-

quidable se notificará conjuntamente con la base imponible. En estos casos, la

determinación de la base liquidable será competencia de la Dirección General

del Catastro y su notificación incluirá la motivación de la reducción aplicada

mediante la indicación del valor base del inmueble, los importes de la reduc-

ción y la base liquidable del primer año de vigencia del nuevo valor catastral.

Valoración colectiva

Los procedimientos de valo-
ración colectiva de carácter
general son los procedimien-
tos de valoración catastral res-
pecto a una colectividad de
inmuebles cuando se ponen
de manifiesto diferencias sus-
tanciales entre los valores de
mercado y los que sirvieron de
base para la fijación de los va-
lores catastrales vigentes. Re-
quieren la aprobación de una
ponencia de valores total.



CC-BY-NC-ND • PID_00181723 63 Fiscalidad autonómica y local

Si no hay reducciones que aplicar, la base liquidable coincidirá con el importe

de la base imponible.

d)�Cuota�íntegra�y�cuota�líquida�(arts.�71�a�74�del�TRLRHL).

La cuota íntegra (CI) es el resultado de aplicar el tipo de gravamen fijado

en la ley a la base liquidable.

Los tipos de gravamen se regulan en el artículo 72 del TRLRHL, en concreto se

indican los tipos de gravamen mínimos y máximos. Así, el tipo de gravamen

mínimo es:

• para inmuebles urbanos: 0,4%;

• para rústicos: 0,3%, y

• para inmuebles de características especiales: 0,6%.

Sin embargo, los ayuntamientos pueden incrementarlo en los puntos porcen-

tuales que fija el TRLRHL ante circunstancias especiales.

Hay que indicar que el RDL 20/2011, de 30 de diciembre, ha incrementado

los tipos de gravamen del IBI aprobados para los bienes inmuebles urbanos,

para los periodos impositivos que se inicien en los años 2012 y 2013, en los

siguientes porcentajes:

• 10% para los municipios que hayan sido objeto de un procedimiento de

valoración colectiva de carácter general para bienes inmuebles urbanos

como consecuencia de una ponencia de valores total aprobada con ante-

rioridad al año 2002, sin que el tipo de gravamen mínimo y supletorio

pueda resultar inferior al 0,5% en el 2012 y al 0,6% en el 2013.

• 6% para los municipios que hayan sido objeto de un procedimiento de

valoración colectiva de carácter general para bienes inmuebles urbanos

como consecuencia de una ponencia de valores total aprobada entre el

2002 y el 2004, sin que el tipo de gravamen mínimo y supletorio pueda

resultar inferior al 0,5%.

• 4% para los municipios que hayan sido objeto de un procedimiento de

valoración colectiva de carácter general para bienes inmuebles urbanos

como consecuencia de una ponencia de valores total aprobada entre el

2008 y el 2011.
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Por otro lado, la cuota líquida (CL) se obtiene minorando la cuota ín-

tegra en el importe de las bonificaciones previstas en los artículos 73 y

74 del TRLRHL.

Estas bonificaciones pueden ser obligatorias (artículo 73 del TRLRHL) o potes-

tativas (artículo 74 del TRLRHL).

e)�Devengo�y�periodo�impositivo�(artículo�75�del�TRLRHL). El periodo im-

positivo coincide con el año natural, y el impuesto se devenga el primer día

del periodo impositivo (1 de enero).

f)�Gestión�del�impuesto. El impuesto se gestiona a partir de la información

contenida en el padrón catastral y en los demás documentos expresivos de sus

variaciones elaborados por la Dirección General del Catastro.

La liquidación y recaudación, así como la revisión de los actos dictados

en vía de gestión tributaria de este impuesto, serán competencia exclu-

siva de los ayuntamientos.

Ejemplo de cálculo de la cuota del IBI

Una empresa constructora situada en un municipio de diez mil habitantes es propietaria
de un solar urbano que está siendo objeto de construcción. Su valor catastral es de veinte
mil euros. Disfruta de una bonificación del 90% de la cuota, porque está en construcción.

El ayuntamiento, a través de la ordenanza fiscal reguladora del IBI, ha aprobado como
tipos de gravamen los siguientes:

• para los inmuebles urbanos: 0,7%;
• para los inmuebles rústicos: 0,6%.

No existen reducciones aplicables a la base imponible, y el área metropolitana tiene es-
tablecido a su favor un recargo del 0,2%.

La cuota de IBI que tendrá que satisfacer esta empresa será:

BI = Vc = 20.000 euros

BL = BI (al no concurrir reducciones)

CI = TG s/ BL = 0,7% s/ 20.000 = 140 euros.

Bonificación del 90% de la cuota = 126 euros.

CL = íntegra – bonificaciones = 140 – 126 = 14 euros.

Recargo área metropolitana = 0,2% s/ BI = 0,2% s/ 20.000 = 40 euros.
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Deuda = cuota líquida + recargo = 14 + 40 = 54 euros.

Impuesto sobre actividades económicas

A continuación pasaremos a analizar los elementos estructurales del impuesto

sobre actividades económicas (IAE):

a)�Naturaleza�y�hecho�imponible�(artículo�78�del�TRLRHL). Es un tributo

directo de carácter real cuyo hecho imponible está constituido por el simple

ejercicio (sea ocasional o habitual, se obtengan rendimientos o no) en terri-

torio nacional de actividades económicas (empresariales, profesional o artísti-

cas), se ejerzan en un local determinado o no y se encuentren especificadas en

las tarifas (epígrafes) del impuesto o no.

b)�Exenciones�(artículo�82�del�TRLRHL). El artículo 82 del TRLRHL estable

varias exenciones; algunas tienen carácter obligatorio y otras, carácter potes-

tativo.

Así, entre otras exenciones obligatorias, se puede señalar que están exentas las

personas físicas y los sujetos pasivos que tengan un importe neto de la cifra de

negocios en el penúltimo año anterior al del devengo del impuesto.

c)�Sujeto�pasivo�(artículo�83�del�TRLRHL). Son las personas físicas, jurídicas

o entidades sin personalidad jurídica que realicen las actividades que originen

el hecho imponible.

d)�Cuotas�(arts.�85,�86�y�87�del�TRLRHL). En este impuesto no hay BI. Una vez

realizado el hecho imponible, la ley le asigna el pago de una cuota fija (mínima

municipal, provincial o nacional), cuotas que están especificadas en las tarifas

del impuesto para cada epígrafe/actividad (estas tarifas e instrucciones están

aprobadas por el RDL 1175/1990, de 28 de septiembre). Si la actividad no está

especificada, se le asignará la cuota de la actividad más parecida.

Se diferencian tres tipos de cuotas:

• Municipal: es la cuota mínima fijada por las tarifas del impuesto, incre-

mentada por el coeficiente de ponderación y, en su caso, por el coeficiente

de situación que haya fijado la ordenanza fiscal. Habilita para el ejercicio

de la actividad en el ámbito municipal. La competencia de recaudación de

estas cuotas municipales corresponde al municipio donde tiene lugar el

ejercicio de la actividad. Si la actividad se ejerce en locales o instalaciones

situados en varios municipios, la cuota será exigida por el ayuntamiento

donde radique la mayor parte de estos locales o instalaciones, sin perjuicio

de la obligación de aquel de distribuir entre todos los demás el importe

de dicha cuota según la proporción de la superficie que ocupe en cada tér-

mino municipal la instalación o local en cuestión.
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• Provincial: es la cuota fija fijada por las tarifas del impuesto (sin coefi-

cientes, índices ni recargo provincial) y habilita para ejercer la actividad

en el ámbito provincial. La competencia de recaudación corresponde a la

delegación provincial de la AEAT.

• Nacional: es la cuota fija marcada por las tarifas (sin coeficientes, índices

ni recargo provincial) y habilita para ejercer la actividad en todo el territo-

rio nacional. La competencia de recaudación corresponde a la delegación

provincial de la AEAT.

Según indica el artículo 85 del TRLRHL, las cuotas resultantes de la aplicación

de las tarifas no podrán exceder del 15% del beneficio medio presunto de la

actividad gravada.

e)�Cuota�municipal.

La cuota municipal resulta de la siguiente operación: cuota mínima se-

gún tarifas × coeficiente de ponderación × coeficiente de situación si ha

sido establecido por ordenanza fiscal.

Donde:

• la cuota mínima es la cuota fija que aparece específicamente señalada en

las tarifas, sumando, en su caso, el elemento superficie de los locales en

los que se realicen las actividades gravadas.

• el coeficiente de ponderación es un coeficiente fijado en función del im-

porte neto de la cifra de negocios del sujeto pasivo. Puede oscilar entre

1,29 y 1,31. Es de aplicación obligatoria.

• el coeficiente de situación es un coeficiente de aplicación potestativa que

puede ser fijado por el ayuntamiento y pondera la calle donde radica el

local. Puede oscilar entre un 0,4 y un 3,8 (entre categorías de calles, la

diferencia de valor tendrá que ser al menos de 0,10).

La deuda que hay que satisfacer por IAE por la cuota municipal será la cantidad

resultante de las operaciones anteriores más la aplicación, si así lo ha fijado

la diputación provincial en su respectiva ordenanza fiscal, de un recargo, que

será como máximo del 40% de la cuota mínima municipal incrementada por

el coeficiente de ponderación.
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Deuda por cuota municipal IAE = cuota municipal (cuota mínima según

tarifas × coeficiente de ponderación × coeficiente de situación si ha sido

establecido por ordenanza fiscal) + recargo provincial si ha sido fijado

por la diputación provincial (máx. 40% × cuota mínima municipal in-

crementada por el coeficiente de ponderación).

f)�Devengo�y�periodo� impositivo� (artículo�89�del�TRLRHL9). El periodo

impositivo coincide con el año natural, y el impuesto se devenga el primer día

del periodo impositivo (1 de enero) o cuando se inicie la actividad (si es en

fecha diferente a 1 de enero).

Si el alta o la baja se producen después del primer trimestre o antes del último

trimestre, respectivamente, se exigirá la cuota proporcional (se prorrateará por

trimestres).

g)�Gestión�del�impuesto�(artículo�90�del�TRLRHL). El impuesto se gestiona

a partir de su matrícula. Esta matrícula se forma cada año para cada término

municipal y está constituida por censos comprensivos de las actividades eco-

nómicas, sujetos pasivos, cuotas mínimas y, en su caso, recargo provincial. La

matrícula estará a disposición del público en los respectivos ayuntamientos.

Ejemplo de cálculo de la cuota del IAE

Una consulta de odontología, clasificada en el epígrafe 943 de la sección 1.ª de las tarifas
del IAE, realiza en un municipio con una población de 45.000 habitantes una actividad
de consultas odontológicas, que en el penúltimo año anterior al inicio del ejercicio en
curso, ha determinado un importe neto de la cifra de negocios de 4.500.000 euros.

La actividad se ejerce en un local con una superficie computable de noventa y cinco
metros cuadrados.

Se sabe que la diputación provincial respectiva ha establecido un recargo provincial de
un 35% y que el coeficiente de situación ha sido del 1,5.

Para realizar el cálculo de la cuota de IAE, es preciso acudir a las tarifas e instrucción del
IAE.

En el caso planteado, el epígrafe 943 tiene establecida una cuota fija de actividad de
612,85 euros.

Para el cálculo de la cuota de superficie, debemos acudir al anexo II del RDL 1.175/1990
(Instrucción), regla 14.ª, letra f), donde se establecen unos cuadros para el cálculo del
elemento de superficie.

En el cuadro llamado “Euros por metro cuadrado”, aplicable a las actividades clasificadas
en las divisiones 1 a 6 y 9 de la Sección 1.ª de las tarifas del IAE (el epígrafe 943 está en la
división 9.ª de la sección 1.ª), se establece un porcentaje de 0,144243 por metro cuadrado
para los locales con superficie entre cero y quinientos metros cuadrados en poblaciones
entre 20.001 y 50.000 habitantes.
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La cuota de superficie será, por tanto, de 13,70 euros (95 × 0,144243). No se aplica ningún
coeficiente corrector (previsto en un cuadro que aparece después del cuadro anterior y
que se llama “Coeficientes correctores a aplicar según naturaleza y cuantía de la activi-
dad”) al ser la cuota de actividad inferior a 37,32 euros, que es la cuantía de inicio del
primer tramo de cuota a la que se aplicaría, en su caso, el coeficiente corrector.

Por tanto, la suma de la cuota fija de actividad y la cuota de superficie da lugar a la cuota
mínima municipal de 626,55 euros (612,85 + 13,70).

Sobre la cuota mínima municipal aplicamos el coeficiente de ponderación en función
del importe neto de la cifra de negocios de la entidad. En este caso, será un 1,29, al ser
el importe neto de la cifra de negocios de 4.500.000 euros, comprendido en el primer
tramo, que se extiende desde un millón de euros hasta los cinco millones.

Por tanto, la cuota mínima municipal ponderada por este coeficiente nos da una cuota
de 808,25 euros (626,55 × 1,29).

Sobre esa cuota ponderada se puede aplicar un coeficiente de situación en función de
la calle en la que esté ubicado el local. Este coeficiente es potestativo, pues ha de ser
establecido por ordenanza fiscal.

En este caso se establece en un 1,5. Por tanto, la cuota anterior ponderada por este coe-
ficiente nos da un importe de 1.212,37 euros (808,25 × 1,5).

Por último, hay que calcular el recargo provincial, que solo se puede exigir sobre las cuotas
mínimas municipales ponderadas únicamente por el coeficiente de ponderación y si lo
establece la diputación provincial correspondiente mediante un acuerdo de imposición
y una ordenanza fiscal reguladora. El porcentaje máximo es del 40%, aunque puede ser
inferior.

Por tanto, el recargo será: 808,25 × 35%: 282,89 euros.

La deuda tributaria total por cuota municipal del IAE será de 1.495,26 euros (1.212,37
+ 282,89).

Impuesto sobre vehículos de tracción mecánica

Seguidamente analizamos los elementos estructurales del impuesto sobre

vehículos de tracción mecánica (IVTM):

a)�Naturaleza�y�hecho�imponible�(artículo�92�del�TRLRHL). Es un tributo

directo que grava la titularidad de vehículos de tracción mecánica aptos para

circular por las vías públicas (es decir, matriculados en los registros públicos

correspondientes y que no hayan causado baja, así como vehículos con per-

miso temporal y matrícula turística), sea cual sea su clase y categoría.

En el artículo 93 del TRLRHL se prevén diversas exenciones a este impuesto,

algunas de las cuales son de aplicación automática (como es el caso de los

vehículos oficiales) y algunas son rogadas, es decir, a petición de los interesa-

dos (como es el caso de los vehículos de personas de movilidad reducida).
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b)�Sujeto�pasivo�(artículo�94�del�TRLRHL). Son las personas físicas, jurídicas

y entidades sin personalidad jurídica susceptibles de imposición (herencias ya-

centes, comunidades de bienes, etc.) a nombre de las cuales figure el vehículo

en el permiso de circulación.

c)�Cuota�(artículo�95�del�TRLRHL). En este impuesto no hay BI. Una vez

realizado el hecho imponible, la ley asigna directamente una cuota tributaria

–que podrá ser modificada anualmente por la LPGE– según el tipo de vehículo,

la potencia fiscal, el número de plazas, el volumen o los kilogramos de carga

útil.

Los ayuntamientos podrán incrementar estas cuotas aplicando sobre ellas un

coeficiente multiplicador, que no podrá ser superior a 2. Podrán fijar un coe-

ficiente diferente para cada tipo de vehículo, siempre respetando ese límite

máximo.

d)�Bonificaciones�(artículo�95�del�TRLRHL). Las ordenanzas fiscales podrán

regular, sobre la cuota del impuesto, incrementada o no por la aplicación del

coeficiente, diversas bonificaciones. Así, se prevé una bonificación del 75%

de la cuota en función de una serie de elementos que incidan sobre el medio

ambiente.

e)�Devengo�y�periodo�impositivo�(artículo�96�del�TRLRHL). El periodo im-

positivo coincide con el año natural, y se devenga el primer día del periodo

impositivo (1 de enero) o cuando se adquiera por primera vez el vehículo (si

es en fecha diferente al 1 de enero). Si la adquisición o baja del vehículo se

produce después del primer trimestre o antes del último trimestre, respectiva-

mente, se exigirá la cuota proporcional (se prorrateará por trimestres).

f)�Gestión�del�impuesto�(artículo�97�del�TRLRHL). La gestión, liquidación,

inspección y recaudación, así como la revisión de los actos dictados en vía de

gestión tributaria, corresponden al ayuntamiento del domicilio que conste en

el permiso de circulación del vehículo.

Ejemplo de cálculo de la cuota del IVTM

Una persona física adquiere el 15 de marzo del 2001 un vehículo Mercedes-Benz modelo
280-E, de una potencia fiscal de 19 CV.

El mismo día que procede a la matriculación y declaración de alta de ese vehículo a efectos
del impuesto sobre vehículos de tracción mecánica, da de baja su antiguo Citröen BX,
modelo TRS, de potencia fiscal 11,56 CV, que tiene una antigüedad de quince años.

Vamos a calcular el importe de los recibos que tendrá que pagar por el impuesto en el
año 2001, sabiendo que la ordenanza fiscal del ayuntamiento correspondiente ha fijado
una cuota de este impuesto para CV de 8 a 11,99 de 51,12 euros y de 16 hasta 19,99 CV,
de 134,42 euros.

Cuota tributaria del IVTM

En el IVTM, una vez realiza-
do el hecho imponible, la ley
asigna directamente una cuo-
ta tributaria según el tipo de
vehículo, potencia fiscal, nú-
mero de plazas, volumen o ki-
logramos de carga útil.
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En este caso, la persona física es sujeto pasivo del impuesto, ya que ambos vehículos
constan a su nombre en el permiso de circulación de cada uno de ellos.

El impuesto se liquida conforme a un cuadro de tarifas establecido en el artículo 95 del
TRLRHL, si bien, según el número 4 de este artículo, los ayuntamientos pueden incre-
mentar dichas cuotas aplicando un coeficiente, que como máximo puede ser de 2 (orde-
nanza fiscal).

Así pues, esta persona física tendrá que pagar dos recibos por este impuesto:

1º. Por el Mercedes-Benz de 19 CV, una cuota�de�134,42�euros. Según el artículo 96 del
TRLRHL, el periodo impositivo coincide con el año natural, salvo en el caso de primera
adquisición de los vehículos, ya que en ese momento el periodo impositivo comenzará en
el día en que se produzca dicha adquisición –día 1 de marzo–. El número 3 de este artículo
establece que la cuota del impuesto se prorrateará por trimestres naturales en los casos de
primera adquisición o baja de vehículos. Como el Mercedes-Benz se ha comprado dentro
del primer trimestre, habrá de pagar el recibo de todo el año.

2º. Por el Citröen BX, el recibo del año 2001 será una cuota�de�51,12�euros. Si ya lo había
pagado a la fecha de baja, procederá una devolución por los tres trimestres después de
la baja: 38,64 euros (51,52 × 3/4).

Impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras

A continuación pasaremos a analizar los elementos estructurales del impuesto

sobre construcciones, instalaciones y obras (ICIO):

a)�Naturaleza�y�hecho�imponible�(artículo�100�del�TRLRHL). Es un tribu-

to indirecto cuyo hecho imponible está constituido por la realización, en el

término municipal, de cualquier construcción, instalación u obra para la cual

se exija licencia de obras o urbanística, con independencia que esta se haya

obtenido o no, siempre que su otorgamiento corresponda al ayuntamiento

titular del impuesto.

b)�Sujeto�pasivo�(artículo�101�del�TRLRHL). A título de contribuyentes, son

las personas físicas, jurídicas y entidades sin personalidad jurídica suscepti-

bles de imposición (herencias yacentes, comunidades de bienes, etc.) que sean

dueños de la construcción, instalación u obra, sean o no propietarios del in-

mueble sobre el que se realice aquella.

En el supuesto de que la construcción, instalación u obra no sea realizada

por el sujeto pasivo contribuyente, tendrán la condición de sujetos pasivos

sustitutos del contribuyente quienes soliciten las correspondientes licencias o

realicen las construcciones, instalaciones u obras. El sustituto podrá exigir del

contribuyente el importe de la cuota tributaria satisfecha.

c)�Base�imponible�(artículo�102�del�TRLRHL). Está constituida por el coste

real y efectivo de la construcción, instalación u obra pero neto, es decir, des-

contados impuestos y demás exacciones exigibles, así como los honorarios de
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profesionales, el beneficio empresarial del contratista y cualquier otro concep-

to que no integre, estrictamente, el coste de ejecución material. Se entiende

por coste real y efectivo el coste de la ejecución material.

d)�Cuota�(artículo�102�del�TRLRHL). Es el resultado de aplicar sobre la BI el

tipo de gravamen, que se fija dentro de los límites que fija la ley (máximo 4%).

e)�Gestión�del�impuesto�(artículo�103�del�TRLRHL). En la gestión tributaria

de este impuesto, se giran dos liquidaciones:

• Liquidación�provisional. Esta liquidación es girada por el ayuntamiento

cuando se conceda la licencia preceptiva o cuando, no habiéndose soli-

citado, concedido o denegado aún dicha licencia preceptiva, se inicie la

construcción, instalación u obra. En este caso, la base imponible se deter-

mina en función del presupuesto presentado por los interesados, siempre

que hubiera sido visado por el colegio oficial correspondiente cuando ello

constituya un requisito preceptivo, y cuando la ordenanza fiscal así lo pre-

vea, en función de los índices o módulos que esta establezca al efecto.

• Liquidación�definitiva. Cuando se acaba la construcción, instalación u

obra, se hace la comprobación administrativa del coste real y efectivo a

que ha ascendido y se gira una liquidación definitiva sobre este valor, que

constituye la base imponible.

Si la construcción, instalación u obra ha costado más que el coste que ha de-

terminado la liquidación provisional, el contribuyente tendrá que abonar la

diferencia. Si la construcción, instalación un obra ha costado menos, el con-

tribuyente tendrá derecho a la devolución de la diferencia.

En consecuencia:

Cuota diferencial = liquidación definitiva – liquidación provisional.

En resumen, en la gestión del ICIO se distinguen dos liquidaciones: pro-

visional, en función del presupuesto presentado por los interesados, y

definitiva, en función del coste real y efectivo de la construcción una

vez finalizada.

f)�Bonificaciones�potestativas�(artículo�103�del�TRLRHL). Las ordenanzas

fiscales podrán regular diversas bonificaciones sobre la cuota del impuesto.

Así, entre otras, se prevén bonificaciones de hasta un 95% para construcciones,

instalaciones y obras singulares o de especial utilidad e interés.
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g)�Devengo�(artículo�102�del�TRLRHL). El impuesto se devenga en el mo-

mento de iniciarse la construcción, instalación u obra, aun cuando no se haya

obtenido la correspondiente licencia.

Ejemplo de cálculo de la cuota del ICIO

Una empresa constructora solicita licencia de obras para construir unas viviendas en un
municipio de cuarenta mil habitantes. El Ayuntamiento, a través de la ordenanza fiscal
del ICIO, ha fijado para el año 2011 un tipo de gravamen del 3% y no es aplicable ninguna
deducción ni bonificación.

La empresa acompaña esta solicitud con el proyecto de las obras visado por el colegio
oficial correspondiente, en el cual figura un presupuesto de ejecución material de dos
millones de euros. Una vez otorgada la licencia, la empresa empieza las obras en abril
del 2011, y cuando acaban en febrero del 2012, el ayuntamiento comprueba que el coste
real y efectivo de la obra ha sido de 2.300.000 euros. En ese momento, la ordenanza del
ICIO para el 2012 fija un 3,2% de tipo de gravamen.

El cálculo de la liquidación provisional y definitiva es el siguiente:

a) Liquidación provisional

BI = coste real y efectivo según proyecto = 2.000.000 euros.

BL = BI (al no fijarse reducciones).

CI = TG s/ BL = 3% s/ 2.000.000 = 60.000 euros.

CL = CI (al no fijarse deducciones ni bonificaciones).

b) Liquidación definitiva

BI = coste real y efectivo según comprobación = 2.300.000.

BL = BI (al no preverse reducciones).

CI = TG s/ BL = 3% s/ 2.300.000 = 69.000 euros.

El tipo de gravamen aplicable es el vigente en el momento de devengarse el impuesto
(momento en que se inician las obras, año 2011). Por eso hay que computar el tipo del
3% (vigente en el 2011) y no el del 3,2% (vigente en el 2012).

CL = CI (al no fijarse deducciones ni bonificaciones).

En consecuencia, el contribuyente tendrá que satisfacer la cantidad de 69.000 euros. Al
haber ingresado ya sesenta mil euros en concepto de liquidación provisional, en el mo-
mento de girarse la liquidación definitiva tendrá que abonar la diferencia, es decir, nueve
mil, que resultan de la cuota diferencial (liquidación definitiva – liquidación provisional).
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Impuesto sobre el incremento de valor de los terrenos de natura-
leza urbana (IIVTNU)

A continuación analizamos los elementos estructurales del impuesto sobre el

incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana (IIVTNU):

a)�Naturaleza�y�hecho�imponible�(artículo�104�del�TRLRHL). Es un tributo

directo que grava el incremento de valor que experimentan los terrenos urba-

nos puesto de manifiesto como consecuencia de la transmisión de su propie-

dad por cualquier título, o bien por la constitución o transmisión de un dere-

cho de uso o disfrute (usufructo, uso, habitación) sobre estos terrenos.

b)�Exenciones�(artículo�105�del�TRLRHL). En este artículo se prevén varias

exenciones, como pueden ser los incrementos de valor que se manifiesten co-

mo consecuencia de la constitución y transmisión de derechos de servidum-

bre o la transmisión de bienes que se encuentran dentro del llamado conjun-

to historicoartístico o que hayan sido declarados de interés cultural, cuando

sus propietarios o titulares de derechos reales acrediten que han realizado a su

cargo obras de conservación, mejora o rehabilitación en dichos inmuebles.

También se establecen algunas exenciones subjetivas, como los incrementos

de valor que recaigan sobre el Estado, comunidades autónomas, corporaciones

locales y sus organismos autónomos.

c)�Sujeto�pasivo�(artículo�106�del�TRLRHL). Son las personas físicas, jurídicas

o entidades sin personalidad jurídica susceptibles de imposición (herencias

yacentes, comunidades de bienes, etc.) que sean:

Nota

La sentencia del Tribunal
Constitucional de 16 de di-
ciembre de 2017 declara in-
constitucionales y, por tanto,
nulos los artículos que regulan
este impuesto, en la medida
en que someten a tributación
situaciones de inexistencia de
incremento del valor de los in-
muebles.

• adquirentes del terreno o personas a cuyo favor se constituya o transmita

el derecho real, en operaciones a título gratuito (herencias, donaciones);

• transmitentes del terreno o quienes constituyan o transmitan el derecho

real, en las operaciones a título oneroso (compraventa, permuta, etc.).

d)�Base�imponible�(artículo�107�del�TRLRHL).

La base imponible está constituida por el incremento de valor del te-

rreno, puesto de manifiesto en el momento del devengo y experimen-

tado a lo largo de un período máximo de veinte años. La base imponible

se calcula así:

Valor catastral del suelo × porcentaje municipal × antigüedad.

Donde:

Sujeto pasivo no residente

En el caso de que el sujeto pa-
sivo no sea residente en Espa-
ña, será sustituto del contribu-
yente el adquirente o perso-
na a cuyo favor se constituya o
transmita el derecho real.
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• el porcentaje�municipal es el que fija cada ayuntamiento según su po-

blación y antigüedad del bien en el patrimonio de su titular (período de

generación del incremento), hasta el límite máximo que prevé la ley, y

• la antigüedad es el periodo de generación del incremento; solo se consi-

deran los años completos y hasta un máximo de veinte años (si la anti-

güedad supera los veinte años, solo se computarán veinte).

e)�Cuota�(artículo�108�del�TRLRHL).

La cuota íntegra es el resultado de aplicar sobre la BI el tipo de gravamen

que fije cada ayuntamiento, sin que pueda exceder del 30%. Se calcula

así:

CI = TG s/ BI

El ayuntamiento podrá fijar un solo tipo de gravamen o uno diferente para

cada periodo de generación (hasta cinco años X, hasta diez años Y, etc.).

La cuota líquida del impuesto es el resultado de aplicar sobre la cuota íntegra,

en su caso, una bonificación de hasta un 95% de la cuota íntegra en las trans-

misiones de terrenos y en la constitución o transmisión de derechos reales de

goce limitativos de dominio, realizados a título gratuito por causa de muerte

a favor de descendientes, cónyuges o ascendientes.

Las ordenanzas fiscales podrán regular bonificaciones de hasta el 95% a causa

de muerte a favor de descendientes, cónyuges o ascendientes.

f)�Devengo�(artículo�109�del�TRLRHL). El impuesto se devenga en la fecha

en que se transmita la propiedad o se constituya o transmita el derecho real

de goce limitativo de dominio, ya sea a título oneroso o lucrativo y tanto por

causa de muerte como inter vivos. Así, por ejemplo, podría ser la fecha del

contrato de compraventa, la fecha de la defunción, etc.

g)�Gestión�del�impuesto�(artículo�110�del�TRLRHL). Los sujetos pasivos de-

ben presentar la declaración del impuesto ante el ayuntamiento correspon-

diente en los siguientes plazos, contados desde la fecha de devengo del im-

puesto:

• Para los actos ínter vivos: treinta días hábiles.

• Para los actos por causa de muerte: seis meses, prorrogables hasta un año

a solicitud del obligado tributario.

Ejemplo de cálculo de la cuota del IIVTNU
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Una persona vende a otra un terreno urbano por doscientos cincuenta mil euros en fecha
de 5 de julio del 2011. El vendedor compró este bien el 5 de marzo del 2000 por cien mil
euros. El valor catastral de este terreno es de catorce mil euros.

El ayuntamiento de la imposición cuenta con tres cientos mil habitantes y tiene fijados
los siguientes porcentajes según población y periodo de generación del incremento de
valor:

Periodo de generación del incremento Porcentaje

De uno a cinco años 3,2

Hasta diez años 3

Hasta quince años 2,7

Hasta veinte años 2,6

Con respecto al tipo de gravamen, la ordenanza fiscal lo establece en el 30%, máximo
permitido por la ley, y resulta aplicable a todos los periodos de incremento indicados en
la tabla anterior.

El cálculo de la cuota tributaria que deberá satisfacer por el IIVTNU se calcula del siguien-
te modo: en primer lugar, se ha de indicar que el contribuyente es el transmitente del in-
mueble, porque se trata de una compraventa, un negocio jurídico realizado en inter vivos.

BI = Valor catastral del suelo × porcentaje municipal × antigüedad.

Según el enunciado, el valor catastral del suelo es de catorce mil euros. Por otro lado, el
periodo de generación del incremento es el número de años en los que el bien ha sido
propiedad del vendedor (antigüedad). Esta antigüedad es de once años y cuatro meses,
pero solo se pueden computar los años completos, por lo tanto, once años.

En consecuencia, la BI será = 14.000 × 2,7% × 11 = 4.158 euros.

Cuota = TG s/ BI = 30% s/ 4.158 = 1.247,40 euros.

3.4. Tasas, contribuciones especiales y precios públicos

En la página web http://www.espormadrid.es, aparece la siguiente noticia en fecha de
17/11/2011: “Hasta este año el Ayuntamiento de Madrid tenía establecida una contribu-
ción especial para el servicio de bomberos, que a partir del próximo año se ha conver-
tido en tasa, sin alteración alguna de su cuantía [...] el Ayuntamiento de Madrid niega
rotundamente la información y asegura que, en ningún caso, se trata de una nueva figura
impositiva, sino tan solo de un cambio en la naturaleza jurídica de lo que hasta ahora
ha sido una contribución especial”.

Como se puede deducir de esta noticia, las tasas y las contribuciones especiales

también constituyen recursos financieros tributarios de las entidades. Junto

a estos dos recursos financieros, se encuentran los precios públicos, que se

asemejan a las tasas pero que se diferencian de ellas por unas notas que hacen

que no tengan la consideración de tributos.

http://www.espormadrid.es
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Así, en el ámbito local, las tasas son tributos cuyo hecho imponible está cons-

tituido por la utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio

público, o por la prestación de servicios o realización de actividades de com-

petencia local que se refieran, afecten o beneficien de manera particular al su-

jeto pasivo, siempre que se produzca alguna de estas circunstancias:

• que los servicios o actividades no sean de solicitud voluntaria por parte

del sujeto pasivo;

• que estos servicios o actividades no los esté prestando o realizando el sector

privado, es decir, que haya un monopolio por parte del sector público.

Ejemplo de tasa

Un ejemplo de tasa sería el importe pagado por el uso de las instalaciones deportivas mu-
nicipales si en el municipio no hay otras instalaciones establecidas por el sector privado.

El artículo 21 del TRLRHL señala que las entidades locales no podrán exigir

tasas por los siguientes servicios al ser considerados esenciales o vitales para

la población en general:

a) suministro de agua en fuentes públicas,

b) alumbrado de vías públicas,

c) vigilancia pública en general,

d) protección civil,

e) limpieza de la vía pública, y

f) enseñanza en los niveles de educación obligatoria.

Por su parte, en el ámbito local, las contribuciones especiales son tributos cuyo

hecho imponible está constituido por la obtención por parte del sujeto pasivo

de un beneficio o aumento de valor de sus bienes como consecuencia de la

realización de obras públicas o del establecimiento o ampliación de servicios

públicos de competencia local.

Ejemplo de contribución especial

Un ejemplo de contribución especial sería, en determinados barrios, el importe exigido
por los servicios adicionales de alumbrado público o de dotación especial de seguridad
pública que benefician especialmente a sus vecinos y que, por esta razón, tienen que
contribuir a su financiación.

Las contribuciones especiales no solo comprenden el caso en que las obras y

servicios sean de competencia local, sino también aquellos otros casos en los

que la entidad local actúa por delegación de otras entidades públicas o cuando

actúen otras entidades públicas con financiación de la entidad local.
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Por su parte, los precios públicos en el ámbito local son prestaciones patrimo-

niales de carácter público que se exigen por la prestación de servicios o la rea-

lización de actividades de competencia local, siempre que concurran estos dos

requisitos que los diferencian de las tasas:

• que los servicios o actividades sean de solicitud o recepción voluntaria por

parte de los sujetos pasivos, y

• que el sector privado los esté prestando o realizando a la vez.

El elemento clave en los precios públicos es que los servicios o actividades a los

que se refiere el precio público sean también prestados por el sector privado,

es decir, que exista una competencia de la entidad local con otros operadores

del mercado. Por este motivo no tienen la consideración de tributos.

Ejemplo de precio público

Un ejemplo de precio público
sería el importe exigido por el
servicio de fotocopias en una
biblioteca pública municipal
o el importe pagado por el
uso de instalaciones deportivas
municipales en aquellos muni-
cipios en los que existan tam-
bién instalaciones privadas.
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Resumen

Conocer el funcionamiento de las haciendas territoriales y su concreta apli-

cación en el Estado español es un tema de máxima actualidad. En este caso

comporta analizar la tribulación de las comunidades en régimen común, el

régimen foral excepcional y las normas de tribulación de las haciendas locales.

El sistema de financiación de las comunidades autónomas definido en la LOF-

CA obedece al principio de autonomía financiera de estos territorios y trata de

dar respuesta al principio de suficiencia financiera y, al mismo tiempo, de so-

lidaridad. Los recursos financieros de las comunidades autónomas que tienen

naturaleza tributaria son los tributos, propios o cedidos, y los recargos sobre

tributos estatales. El establecimiento de tributos propios debe tener en cuenta

el límite de la denominada doble tributación interna, de forma que un mis-

mo hecho imponible no quede gravado por el Estado y por las comunidades

autónomas al mismo tiempo. Ahora bien, la inmensa mayoría de recursos fi-

nancieros de las comunidades autónomas proceden de la cesión de impuestos,

de transferencias presupuestarias y de los fondos de compensación, por lo que

la creación de tributos propios ha quedado muy limitada. Este hecho deter-

mina una escasa relevancia práctica de las haciendas autonómicas en nuestro

país. Por último, se hace necesario revisar los puntos de conexión, es decir, los

criterios de distribución del rendimiento de cada tributo y la administración

competente para su gestión.

Los territorios históricos del País Vasco y Comunidad Foral de Navarra cuen-

tan con un régimen de financiación diferente. Estas comunidades tienen re-

conocido el derecho a establecer y regular en su territorio su propio régimen

tributario, financiando los gastos públicos con su propia recaudación y trans-

firiendo al Estado una parte de la misma, en concepto de cupo de participación

en las cargas soportadas por el Estado por la prestación de servicios en estos

territorios. El concierto económico para el País Vasco, y el convenio económi-

co de Navarra, revisados ambos en el año 2007, contienen la regulación de los

impuestos, directos, indirectos, y de otros tributos aplicables en sus territorios,

así como las normas de distribución de competencias entre las haciendas fo-

rales y el Estado.

Dentro de la imposición directa, el módulo ha realizado un estudio del im-

puesto sobre la renta de las personas físicas, impuesto sobre el patrimonio,

impuesto sobre sucesiones y donaciones e impuesto sobre sociedades. Con re-

lación a este último impuesto, se han estudiado los conceptos de volumen de

operaciones o umbral de tributación, y el concepto de porcentaje de tributa-

ción o cifra relativa. Por su parte, dentro de la imposición indirecta, también

se ha hecho un análisis básicamente del impuesto sobre transmisiones patri-

moniales y actos jurídicos documentados, impuesto sobre primas de seguro
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y de impuesto sobre el valor añadido. Como en el caso del impuesto sobre

sociedades, en el IVA también hemos conocido el concepto de volumen de

operaciones y porcentaje de tributación.

Junto a las comunidades autónomas, existe otro nivel administrativo necesi-

tado de recursos para la prestación de servicios públicos: son los ayuntamien-

tos y diputaciones. No es fácil dar una respuesta satisfactoria a la financiación

de las haciendas locales, y podemos decir que aún hoy es un tema por resol-

ver. En principio, podemos aplicar los conceptos de autonomía y suficiencia

financiera y de potestad tributaria en el ámbito local, pero existe rigidez en

cuanto a los instrumentos de financiación en el ámbito local. Los principales

ingresos públicos de las haciendas locales son los tributos propios, las partici-

paciones en los tributos del Estado y de las comunidades autónomas, las sub-

venciones y precios públicos y las multas y sanciones dentro del ámbito de su

competencia. Las ordenanzas fiscales son las normas reglamentarias estableci-

das por el municipio para regular los tributos y tasas municipales. En cuanto

a los impuestos locales, el módulo ha destacado la existencia de tres impues-

tos municipales obligatorios: el impuesto sobre bienes inmuebles, el impuesto

sobre actividades económicas y e impuesto sobre vehículos de tracción mecá-

nica, y dos impuestos de carácter potestativo: el impuesto sobre construccio-

nes, instalaciones y obras y el impuesto sobre el incremento de valor de los

terrenos de naturaleza urbana.
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